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Dedico la presente investigación a todos 
aquellos grupos humanos que aún no han 
logrado encontrar en el ordenamiento territorial 
la forma justa y natural de acceder a una mejor 














“No pretendamos que las cosas cambien, si siempre 
hacemos lo mismo. La crisis es la mejor bendición que 
puede sucederle a personas y países, porque la crisis 
trae progresos. La creatividad nace de la angustia como 
el día nace de la noche.”  
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La presente investigación busca determinar si la compatibilidad de uso del suelo para 
actividades económicas productivas, extractivas y distributivas en zonas residenciales 
destinadas a la vivienda de personas afecta o no el derecho constitucional a gozar de un 
ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida. Para ello se han revisado 306 
casos fiscales del año 2018 obrantes en la Fiscalía Provincial Especializada en Materia 
Ambiental de Arequipa, verificando por una parte que 145 casos (47.39%) corresponden a 
hechos ocurridos en zonas residenciales y por otra parte 275 casos (89.87%) corresponden a 
casos vinculados a la realización de actividades económicas. Además se determinó que en 
estos 145 casos ocurridos en zonas residenciales, 09 casos (6.21%) corresponden tanto a 
actividades económicas distributivas como extractivas, 13 casos (8.97%) a actividades 
productivas, 16 casos (11.03%) a casos sin actividad económica y 98 casos (67.59%) a 
actividades económicas de servicios. Ergo, se determinó que en zonas residenciales se 
realizan actividades económicas de clase primarias, secundarias y terciarias; haciendo éstas 
un total de 129 casos (88.97%) de los 145 (100%) casos ocurridos en zonas residenciales. 
 
Por otro lado se observó que de los 306 casos fiscales revisados, 203 (66.34%) corresponden 
a impactos negativos al agua (24 casos), aire (143 casos), suelo (36 casos) y que los 103 
casos restantes (33.66%) corresponden a impactos negativos en la flora (27), fauna (63) y 
paisaje (13). Además se determinó que de los 145 casos ocurridos en zonas residenciales, 74 
casos (51.03%) corresponde a impactos negativos en el aire, 31 casos (21.38%) a la fauna, 
16 casos (11.03%) al suelo, 11 casos (7.59%) al agua y 4 casos (2.76%) al paisaje. Ergo, 
concluye que la realización de actividades económicas en zonas residenciales impacta 
negativamente el medio ambiente en todos sus elementos representativos. 
 
Finalmente se determinó que el establecimiento de compatibilidades de uso del suelo para 
la realización de actividades económicas en una zona residencial impacta negativamente el 
derecho constitucional a vivir en un ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de 
la vida; siendo las actividades económicas terciarias o de servicios las que mayor impacto 
negativo provocan en la atmósfera; lo que a su vez evidencia la existencia de un 
ordenamiento territorial ambientalmente insostenible en la provincia de Arequipa.   
 
Palabras clave: ordenamiento territorial, compatibilidad de uso del suelo, medio ambiente 
y derecho constitucional.     
Abstract 
The present investigation seeks to determine if the compatibility of land use for productive, 
extractive and distributive economic activities in residential areas intended for the housing 
of people affects or does not affect the constitutional right to enjoy a balanced and adequate 
environment for the development of life. For this, 306 fiscal cases from the year 2018 in the 
Provincial Specialized Prosecutor's Office in Environmental Matters of Arequipa have been 
reviewed, verifying on the one hand that 145 cases (47.39%) correspond to events that 
occurred in residential areas and on the other hand 275 cases (89.87%) correspond to cases 
related to economic activities. In addition, it was determined that in these 145 cases occurred 
in residential areas, 09 cases (6.21%) correspond to both distributive and extractive 
economic activities, 13 cases (8.97%) to productive activities, 16 cases (11.03%) to cases 
without economic activity and 98 cases (67.59%) to economic activities of services. Thus, it 
was determined that primary, secondary and tertiary economic activities are carried out in 
residential areas; making these a total of 129 cases (88.97%) of the 145 (100%) cases that 
occurred in residential areas. 
 
On the other hand, it was observed that of the 306 fiscal cases reviewed, 203 (66.34%) 
correspond to negative impacts to water (24 cases), air (143 cases), soil (36 cases) and that 
the remaining 103 cases (33.66%) correspond to negative impacts on flora (27), fauna (63) 
and landscape (13). It was also determined that of the 145 cases that occurred in residential 
areas, 74 cases (51.03%) correspond to negative impacts in the air, 31 cases (21.38%) to 
fauna, 16 cases (11.03%) to the ground, 11 cases (7.59 %) to the water and 4 cases (2.76%) 
to the landscape. Thus, it was determined that economic activities in residential areas 
negatively impact the environment in all its representative elements. 
 
Finally, it was determined that the establishment of land use compatibility for economic 
activities in a residential area negatively impacts the constitutional right to live in a balanced 
and adequate environment for the development of life; being the tertiary or service economic 
activities the ones that cause the greatest negative impact on the atmosphere; which in turn 
evidences the existence of an environmentally unsustainable land order in the province of 
Arequipa. 
 





Sin duda alguna afirmamos que en la sociedad contemporánea la preservación del medio 
ambiente se ha convertido, desde aproximadamente 50 años atrás, en tema relevante de la 
agenda internacional de los Estados y sujetos internacionales pero esta preocupación 
también se ha traslado a nivel local de forma tal que hoy no es tema en discusión afirmar 
que para lograr un desarrollo sostenible debe necesariamente incorporarse el componente 
ambiental en la políticas públicas estatales de desarrollo lo cual sin embargo no ha 
resultado suficiente debido, entre otras a causas, a la carencia de políticas púbicas 
sostenidas, limitaciones a la participación ciudadana, corrupción funcionarial, falta de 
liderazgo político y la precariedad de los sistemas de gestión ambiental allí donde los 
hubieran.  
 
Nuestra Constitución reconoce en el art. 2 inciso 22 el derecho a gozar de un ambiente 
equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida; norma que desde una posición 
constitucional exige que el Estado y los privados, en sus diferentes niveles de 
organización, no sólo se abstengan de realizar acciones u omisiones que afecten o pongan 
en peligro este derecho constitucional sino que también les impone la obligación de 
adoptar medidas para conservar el mismo; ello más aún si su protección permitirá al Estado 
cumplir con su fin esencial de defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad. 
Cualquier acto contrario a este mandato constitucional deviene en arbitrario e ilegítimo. No 
obstante ello tampoco es menos cierto que la economía de un Estado se sustenta en gran 
medida en la riqueza de sus recursos naturales y la potencialidad del territorio que los 
contiene lo cual resulta aún más evidente en los países dependientes o en vías desarrollo 
donde sus economías se sustentan esencialmente en actividades económicas primarias 
(extractivas y productivas) exportadoras tal como sucede en nuestro país donde las 
actividades mineras en el año 2018 han aportado casi el 10% del producto bruto interno 
(PBI) nacional y constituyen el 61% del valor del total de las exportaciones peruanas 
(Plataforma Digital única del Estado Peruano revisado al 08 de mayo de 2020). Tal 
dependencia económica ha llevado en nuestro país a la ocupación y explotación del 
territorio de manera caótica e insostenible; cuenta de ello es la incidencia que en el año 
2019 ha tenido la conflictividad socio-ambiental ascendente hasta el 62.3% del total de la 
conflictividad nacional (Reporte mensual de Conflictos Sociales N° 187 – Septiembre 




El presente trabajo de investigación se reafirma en la necesidad e importancia de 
construir un desarrollo sostenible basado en la protección del ambiente y sus 
componentes de forma tal que en la ocupación y explotación del territorio y los 
recursos naturales no se afecte el medio ambiente o sus componentes a causa de una 
exacerbada necesidad de impulsar de manera inmediata nuestra economía sobre la base 
de actividades primarias exportadoras que no han logrado ser sostenibles social ni 
ambientalmente en la historia de nuestra país. Así la hipótesis planteada busca 
corroborar si la compatibilidad de uso del suelo de zonas destinadas al uso de vivienda 
con la realización de actividades económicas impacta negativamente el derecho 
constitucional a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la 
vida. 
    
Para tal finalidad hemos adoptado una concepción dinámica y no estática tanto del 
territorio como del medio ambiente en su condición de bien jurídico de naturaleza 
constitucional. Es por ello que por un lado consideramos al territorio desde una concepción 
ecosistémica que entiende al mismo como el espacio físico en constante construcción en 
donde el ser humano expresa todas las dimensiones que lo conforman al momento de 
interactuar con el medio ambiente y sus componentes. Por otro lado también hemos 
adoptado un concepto dinámico del medio ambiente como bien jurídico especialmente 
valioso para el desarrollo de la vida que entiende al mismo no sólo como la suma de sus 
componentes o factores sino también como el resultado de la interrelación que se produce 
entre los mismos; abarcando por ello el medio ambiente aspectos paisajistas y culturales 
antes negados como contenidos de este derecho constitucional. 
   
Así, en primer orden se ha desarrollado el ordenamiento territorial a fin de poder 
identificar la funcionalidad que tiene la variable independiente de la compatibilidad de uso 
del suelo en este proceso de ocupación y explotación de uso del territorio y de los recursos 
naturales. Para ello hemos identificado los elementos técnicos sustentatorios que definen el 
ordenamiento territorial así como abordado los principios, etapas y menciones que lo 
conforman; siendo parte de este análisis la zonificación, la compatibilidad de uso y las 
actividades económicas que se desarrollan en el territorio. Todo ello nos ha permitido 
entender que una ocupación planificada del territorio constituye una garantía para obtener 
un desarrollo sostenible y la disminución de la pobreza, en donde el aspecto económico y 
el aspecto ambiental no compiten sino que se equilibran en beneficio de las personas.  
iii 
 
Asimismo se ha desarrollado la variable dependiente constituida por el derecho 
constitucional a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado para lo cual se ha 
identificado el origen internacional de este derecho, definiendo al medio ambiente desde el 
ámbito de la ecología. Además se ha recurrido a la doctrina jurisprudencial establecida por 
el Tribunal Constitucional donde se ha identificado el contenido esencial o 
constitucionalmente protegido de este derecho así como sus faces o aspectos, adoptando 
una definición dinámica del mismo; lo cual nos ha permitido identificar sus elementos o 
componentes. Luego de ello se ha procedido a identificar las características que 
individualizan este derecho constitucional así como los mecanismos jurídicos existentes en 
nuestro derecho interno que protegen este derecho constitucional. 
 
Con el desarrollo del marco teórico de las variables antes anotadas se ha procedido a 
realizar la respectiva investigación de campo, aplicando para ello la observación directa 
de la muestra analizada y la revisión documental de los 306 casos fiscales tramitados 
en la Fiscalía Provincial Especializada en Materia Ambiental de Arequipa durante el 
año 2018. Para ello se han utilizado fichas de registros sobre la muestra analizada lo 
que ha permitido recoger las particularidades de cada caso analizado logrando así 
identificar la incidencia de los indicadores y de los sub indicadores de las variables en 
mención; evidenciándose de manera preliminar que en zonas residenciales destinadas a 
la vivienda de personas, la aplicación de compatibilidades de uso del suelo por la 
autoridad municipal en sus planes de desarrollo permite que en dichas zonas 
residenciales se puedan desarrollar en forma simultánea actividades económicas tales 
como las extractivas, productivas, distributivas y de servicios. Además se ha verificado 
que el desarrollo de estas actividades económicas impacta negativamente al ambiente y 
sus componentes representativos tales como el aire, agua, suelo, flora, fauna y paisaje. 
 
Seguidamente se ha procedido a la integración e interpretación de los resultados de 
campo obtenidos para posteriormente contrastarlos con la hipótesis formulada; llegado 
a determinar que efectivamente la compatibilidad de uso del suelo en zonas destinadas 
para la vivienda permite la realización de actividades económicas como las antes 
mencionadas que terminan impactando negativamente el derecho constitucional a gozar 
de un ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida; siendo relevante 
indicar que conforme a los resultados obtenidos en la región de región de Arequipa son 
las actividades económicas terciarias o de servicios las que mayor incidencia tienen y 
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que en zonas residenciales estas actividades económicas de servicios son las que mayor 
impacto negativo causan a la atmósfera como elemento representativo o componente 
del medio ambiente. 
 
Luego de todo ello hemos presentado las conclusiones del trabajo de investigación y 
realizado como recomendación la necesaria modificación del art. 6 del D.S N° 046-
2017.PCM T.U.O de la Ley N° 28976, Ley Marco de Licencia de Funcionamiento y los 
Formatos de Declaración Jurada; ello a fin que normativamente se prohíba que la 
compatibilidades de uso del suelo en zonas residenciales cause o pueda causar impactos 
negativos al ambiente, sus componentes o la calidad de vida de las personas; teniendo 
como  justificación para ello el resultado final obtenido en la investigación de campo 
realizada así como el respetivo análisis del marco teórico efectuado. 
 
Finalmente no podemos dejar de mencionar que en la finalización de esta investigación 
sorprendió al mundo entero la pandemia del virus denominado “Corona Virus - 2019” o 
COVID 2019 que ha provocado la muerte de más de 271, 000. 00 personas (doscientos 
setenta y un mil muertes al día de hoy 08 de mayo de 2020) en todo el mundo así como 
el colapso de los sistemas de salud y la generación de crisis economías severas a nivel 
mundial; crisis humana que paradójicamente ha provocado una reducción involuntaria 
de los niveles de contaminación y depredación del medio ambiente así como de sus 
recursos naturales debido a las medidas generalizadas de políticas sanitarias de 
aislamiento social a nivel mundial traducidas en cuarentenas globales prolongadas que 
han implicado el cese de casi las todas las actividades económicas a nivel mundial. 
Pareciera así que la misma naturaleza con esta pandemia la logrado en parte aquél 






Conforme puede verificarse del proyecto de investigación aprobado, la hipótesis 
planteada en la presente investigación consiste en determinar si: “Dado que la 
compatibilidad de uso del suelo permite que en determinadas zonas puedan realizarse 
simultáneamente actividades con fines de vivienda y actividades con fines productivos, 
extractivos y distributivos; entonces, es probable que la compatibilidad del uso del 
suelo impacte negativamente el derecho constitucional a gozar de un ambiente 






El objetivo principal de la presente investigación es lograr identificar las implicancias 
que tiene la compatibilidad de uso del suelo sobre el derecho constitucional a gozar de 
un ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida. 
 
Asimismo la presente investigación tiene como objetivos secundarios, por una parte 
identificar las implicancias que tienen las actividades económicas en el derecho 
constitucional a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la 
vida y por otra parte identificar las implicancias que tienen los delitos ambientales en la 
protección de este derecho constitucional. 
 
Para el logro de dichos objetivos es que se ha tomado como universo la totalidad de los 
casos fiscales existentes en la Fiscalía Provincial Especializada en Materia Ambiental 
del Distrito Fiscal de Arequipa -con una competencia en toda la Región de Arequipa- 
durante el año 2018. La muestra propuesta ascendía a los 345 casos tramitados ante la 
referida Fiscalía durante el año 2018 sin embargo al realizar la investigación de campo 
únicamente se han encontrado 306 casos en forma física en dicho Despacho Fiscal 
debido a que 39 casos han sido derivados a otros Despachos Fiscales por razón de 
competencia material, condición irresistible que sin embargo no ha afectado de manera 
grave el estudio de todos los casos constitutivos de la muestra inicial. 
 
Finalmente debe anotarse que al revisar estos 306 casos fiscales se ha logrado también 
analizar las sentencias judiciales expedidas en las investigaciones fiscales en donde se 
han formulado hasta 36 acusaciones por la comisión de delitos ambientales sin 
embargo únicamente se han expedido 20 sentencias condenatorias y 02 sentencias 
absolutorias por el órgano jurisdiccional estando aún pendiente de sentenciarse 14 
acusaciones fiscales. Ello ha impedido en una pequeña parte poder analizar e 
interpretar en su totalidad el resultado jurisdiccional de las acusaciones fiscales 
formuladas por la comisión de delitos ambientales. A ello se aúna el hecho como se 
indicó que de los 345 casos fiscales del año 2018 que constituyen la muestra 39 casos 




















Para empezar a analizar el contenido y alcances de la variable compatibilidad de 
uso del suelo como instrumento técnico del ordenamiento territorial es preciso que 
previamente definamos que es el territorio. Comúnmente cuando se habla de 
territorio casi intuitivamente pensamos en una parte o área de espacio físico o de 
tierra sin embargo el concepto de territorio es mucho más complejo y virtuoso 
como para reducirlo a su aspecto físico o material tal como lo verificaremos en 
adelante.  
 
Conforme a una definición, que podemos calificar de normativa, el territorio 
nacional desde el art. 54 de nuestra Constitución se define de la forma siguiente:  
 
Art. 54.- Territorio, soberanía y jurisdicción 
El territorio del Estado es inalienable e inviolable. Comprende el suelo, el 
subsuelo, el dominio marítimo, y el espacio aéreo que los cubre. 
 
El dominio marítimo del Estado comprende el mar adyacente a sus costas, 
así como su lecho y subsuelo, hasta la distancia de doscientas millas marinas 
medidas desde las líneas de base que establece la ley. 
 
En su dominio marítimo, el Estado ejerce soberanía y jurisdicción, sin 
perjuicio de las libertades de comunicación internacional, de acuerdo con la 
ley y con los tratados ratificados por el Estado. 
 
El Estado ejerce soberanía y jurisdicción sobre el espacio aéreo que cubre su 
territorio y el mar adyacente hasta el límite de las doscientas millas, sin 
perjuicio de las libertades de comunicación internacional, de conformidad 




Asimismo en el art.189 de nuestra Constitución encontramos otra definición de 
territorio pero vinculada ya no ha espacio físico sino al ejercicio de la soberanía por 
parte del Estado y la conformación del gobierno sobre nuestro territorio, a saber: 
 
Art. 189.- Territorio y gobierno 
El territorio de la República está integrado por regiones, departamentos, 
provincias y distritos, en cuyas circunscripciones se constituye y organiza el 
gobierno a nivel nacional, regional y local, en los términos que establece la 
Constitución y la ley, preservando la unidad e integridad del Estado y de la 
Nación. 
 
El ámbito del nivel regional de gobierno son las regiones y departamentos. 
El ámbito del nivel local de gobierno son las provincias, distritos y los 
centros poblados. 
 
De estas dos disposiciones constitucionales podemos definir al territorio como 
aquel espacio del suelo, subsuelo, dominio marítimo y aéreo respecto del cual 
nuestro Estado ejerce soberanía y control. Esta definición normativa si bien resulta 
útil desde el punto de vista político, administrativo y legal sin embargo para fines 
de análisis y desarrollo del ordenamiento territorial resulta evidentemente 
insuficiente debido a la complejidad que implica el abordaje del territorio y su 
ordenación. Por ello para poder entrar a analizar el ordenamiento territorial de 
manera integral debemos recurrir a un concepto ecosistémico del territorio que 
entiende al mismo como una unidad dinámica en su existencia y construcción. Así 
para Neyra (2015) el territorio desde esta perspectiva sistémica se define como: 
 
El aspecto físico en el que se desenvuelven el conjunto de actividades 
humanas con los elementos del medio natural que lo conforman. En otras 
palabras, este concepto es la interacción del ser humano que lo habita, 
ocupa, transforma, lo aprovecha y disfruta de acuerdo a sus intereses, 
identidad, cultura, entre otros; con el conjunto de condiciones físicas y 




En América Latina y el Caribe se verifica fácilmente la existencia de concentración 
poblacional en las grandes urbes como consecuente resultado del proceso 
migratorio y de abandono de las áreas rurales y andinas dedicadas en su mayoría a 
actividades primarias tanto extractivas como productivas de menor escala y en 
algunos casos hasta de supervivencia o subsistencia; resultado el ordenamiento del 
territorio en dichas zonas o áreas una cuestión poco conocida y aplicada, un mundo 
de arcanos. Por ello “se observa que en las zonas urbanas existen experiencias en la 
planificación de los usos de la tierra y de sus actividades, situación que no siempre 
se ha trasladado a las áreas rurales” (Méndez y Pascale, 2014, p. 1). Esto ocurre 
debido a que “las tendencias de la distribución de la población durante las últimas 
décadas favorecieron una concentración de actividades y población, así como una 
disparidad de las potencialidades de desarrollo dentro de territorios y ciudades” 
(Montes, 2001. p. 9). Lo dicho anteriormente evidencia entonces que en América 
Latina y el Caribe no se ha contado con un desarrollo sólido en políticas públicas 
respecto del ordenamiento territorial; así Massiris (2007) señala que: 
 
Hacia el año 2002 las políticas latinoamericanas de Ordenamiento 
Territorial (OT) se encontraban en un estado incipiente. Varios indicadores 
así lo expresan: Ausencia de política nacional sobre la materia, cubrimiento 
incompleto de los distintos ámbitos territoriales con planes de OT, ausencia 
de leyes específicas reguladoras de las acciones de ordenamiento, débil 
organización institucional para la gestión del OT, visión prospectiva y 
participación social limitadas (p. 2). 
 
En nuestro país lamentablemente no ha ocurrido algo distinto pues no se ha tenido 
una planificación del territorio ordenada y técnica por el contrario se ha verificado 
una ocupación desordenada de mismo lo que ha evidenciado la existencia de una 
“débil articulación existente entre políticas nacionales, regionales y locales en los 
procesos de ocupación del territorio, ya que estos son liderados por distintas 
instituciones y entidades con diferentes visiones del desarrollo en un mismo 
espacio” (Neyra, 2015, p. 8). Asimismo dentro de nuestro sistema jurídico podemos 
identificar que el ordenamiento territorial tampoco ha tenido un notorio desarrollo 
ya que como un antecedente legislativo significativo se tiene el Código del Medio 
Ambiente y los Recursos Naturales (CMRN) aprobado mediante D.L N° 613 
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publicado el 08 de septiembre de 1990, el mismo que en su art. 5 establecía que la 
planificación ambiental comprendía el ordenamiento territorial, el de los 
asentamientos humanos y de los recursos que permite la utilización adecuada del 
medio ambiente con la finalidad de promover el desarrollo económico sostenido. 
De esta regulación normativa se advierte pues una visión general cuando menos de 
algunos de los componentes y finalidades del ordenamiento territorial pero que 
resultaba insuficiente.  
 
Otro instrumento normativo regulatorio del ordenamiento territorial lo constituía la 
Ley N° 28621 Ley Orgánica para el Aprovechamiento Sostenible de los Recursos 
Naturales de fecha 25 de junio de 1997, ley que en su art. 11 disponía que la 
zonificación ecológica y económica se aprobada a propuesta de la Presidencia de 
Consejo de Ministros, en coordinación con otros sectores, como apoyo al 
ordenamiento territorial y todo ello con la finalidad de prevenir conflictos por la 
superposición de títulos y usos no apropiados y otros fines sin embargo no se 
adoptaba o señalaba criterio alguno de descentralización ni participación ciudadana. 
Asimismo se disponía en esta ley orgánica que la zonificación debe realizarse en 
armonía o concordancia de los intereses nacionales que buscan la conservación del 
patrimonio natural con el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales. 
Luego de esta ley orgánica se expide la Ley N° 27783 Ley de Bases de la 
Descentralización que al menos contenía ya regulaciones respecto del ordenamiento 
territorial. Así en el art. 6 literal “a” de esta Ley N° 27783 se establece que la 
descentralización tiene como uno de sus objetivos en materia ambiental y a lo largo 
de su desarrollo, el ordenamiento territorial y del entorno ambiental pero desde un 
enfoque de la sostenibilidad del desarrollo. Finalmente otro instrumento normativo 
vigente significativo en materia de ordenamiento territorial lo constituye la Ley N° 
28611 Ley General del Ambiente publicada el 15 de octubre de 2015 que en su art. 
17 inciso 17.2 considera al ordenamiento territorial ambiental como un instrumento 
de gestión ambiental. Por su parte el art. 20 de esta misma ley establece que el 
ordenamiento territorial tiene por finalidad complementar la planificación 
económica, social y ambiental con la dimensión territorial así como racionalizar las 
intervenciones sobre el territorio y orientar su conservación y aprovechamiento 
sostenible. Asimismo en el art. 53 segundo párrafo de esta misma ley se establece 
que el ordenamiento ambiental del territorio constituye un instrumento que es parte 
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de la política del ordenamiento territorial. Finalmente debemos indicar que acorde 
con los compromisos ambientales y la agenda internacional en materia ambiental es 
que en el 2008 siendo presidente de la república Alan García Pérez con fecha 13 de 
mayo de 2008 mediante D.L N° 1013 se crea el Ministerio del Ambiente quien 
procede a expedir diversas resoluciones específicas que regulan y orientan el 
proceso del ordenamiento territorial en todas sus etapas, tal como lo veremos en 
adelante. 
 
Entonces, señalados estos antecedentes del ordenamiento territorial en nuestro país 
es podemos afirmar que actualmente se cuenta con una definición normativa o legal 
del ordenamiento territorial la cual encontramos en los “Lineamientos de Política 
para el Ordenamiento Territorial” aprobados mediante Resolución Ministerial N° 
026-2010-MINAM de fecha 23 de febrero de 2010 donde se define al ordenamiento 
territorial de la forma siguiente: 
 
Una política de Estado, un proceso político y técnico administrativo de toma 
de decisiones concertadas con los actores sociales, económicos, políticos y 
técnicos, para la ocupación ordenada y uso sostenible del territorio, la 
regulación y promoción de la localización y desarrollo sostenible de los 
asentamientos humanos; de las actividades económicas, sociales y el 
desarrollo físico espacial sobre la base de la identificación de potenciales y 
limitaciones, considerando criterios ambientales económicos, 
socioculturales, institucionales y geopolíticos. Asimismo, hace posible el 
desarrollo integral de la persona como garantía para una adecuada calidad 
de vida (p. 5).  
 
Como se tiene anotado supra nuestra Ley General del Ambiente (LGA) Ley N° 
28611 en su art. 19 inciso 19.2 también define al ordenamiento territorial pero no 
como una política de Estado sino como un instrumento de gestión ambiental que 
posibilita la concreción de esta política estatal; de la forma siguiente:  
 
19.2 El ordenamiento territorial ambiental es un instrumento que forma 
parte de la política de ordenamiento territorial. Es un proceso técnico-
político orientado a la definición de criterios e indicadores ambientales que 
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condicionan la asignación de usos territoriales y la ocupación ordenada del 
territorio. 
 
Asimismo merece recordar que conforme a la Carta Europea de Ordenación del 
Territorio (aprobada el 20 de mayo de 1983 en Torremolinos - España) se define al 
ordenamiento territorial como “una disciplina científica, técnica administrativa y 
una política concebida como un enfoque interdisciplinario y global cuyo objetivo es 
un desarrollo equilibrado de las regiones y la organización física del espacio según 
un concepto rector”.  
 
Con estas consideraciones normativas podemos afirmar que el ordenamiento 
territorial es una política pública estatal pero a la vez se constituye en un 
instrumento técnico de gestión ambiental que busca, mediante vías administrativas, 
el desarrollo sostenible en cuanto a la ocupación y uso del territorio; constituyendo 
el ordenamiento territorial un instrumento técnico – normativo de la planificación 
del uso del suelo que no es otra cosa que un plan previsor de toma de decisiones 
respecto al destino de la ocupación y explotación del territorio y sus recursos que 
debe resultar compatible con la variable ambiental. 
 
Desde la dogmática del derecho ambiental Montes (2011) define al ordenamiento 
territorial como: 
  
Un instrumento en grado de impulsar las inversiones públicas, promover las 
privadas y apoyar las sociales destinadas a mejorar las ciudades y otros 
asentamientos humanos, para permitir que la población de ciertas zonas 
(rural) tenga acceso a servicios básicos, vivienda y empleo y que la 
población de otras zonas (urbana) pueda lograr el mejoramiento de la 
calidad de vida, equidad y productividad de la ciudad (p. 9).   
 
A esta definición de ordenamiento territorial podemos adicionar que ordenar el 
territorio implica también un proceso complejo que persigue brindar a los 
ciudadanos una mejor calidad de vida pero considerando la protección del medio 
ambiente como uno de los fines primordiales del Estado y de la sociedad en su 
conjunto; la validez de esta afirmación se corrobora con la misma definición de 
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ordenamiento territorial señalada supra en la mencionada Resolución Ministerial 
N° 026-2010-MINAM. En este sentido Méndez y Pascale (2014) resaltan la 
necesidad de contar con un ordenamiento territorial equitativo en la distribución y 
generación de oportunidades de desarrollo “orientando las relaciones entre el 
territorio y sus ocupantes, vinculando las actividades humanas, productivas y el 
espacio, con el fin último, de mejorar la calidad de vida de las generaciones 
presentes y futuras” (p. 6). Por ello podemos afirmar que un ordenamiento 
territorial que sea sostenible permite mejorar la calidad de vida de las personas y a 
la vez eliminar, y cuando no, minimizar los impactos ambientales negativos y los 
conflictos que pudieran derivarse al ocupar y explotar el territorio, mejorando 
además la calidad de vida de las personas. Por ello el profesor Glave (2010) precisa 
que:  
 
Ordenar el territorio implica un conjunto de procesos para corregir dos tipos 
de desórdenes territoriales: uno, de carácter socioeconómico que afecta a las 
partes desequilibradas, a través de la descentralización e inclusión social; y, 
otro, físico o ecológico que incide en los elementos del territorio 
incompatibles entre sí, los cuales generan tanto contaminación como 
degradación ambiental (p. 125). 
 
Asimismo conviene indicar que el ordenamiento territorial al ser también un 
instrumento de gestión para la ocupación y explotación del territorio de manera 
sostenible cuenta con instrumentos técnicos sustentarios que dan operatividad al 
mismo. Así conforme a la Resolución Ministerial N° 135-2013-MINAM de fecha 
03 de mayo de 2013 que “Aprueba la Guía metodológica para la elaboración de los 
instrumentos técnicos sustentatorios para el Ordenamiento Territorial”, se señala y 
definen a dichos instrumentos técnicos sustentatorios como:  
 
1.1 La Zonificación Ecológica y Económica (ZEE): Instrumento donde se 
caracteriza prioritariamente los elementos o componentes físicos y 
biológicos (recursos naturales) del territorio a fin de luego poder proponer 
posibilidades o alternativas de uso y explotación del mismo. Además en este 
instrumento se proponen consideraciones técnicas a fin de lograr gestionar 
el impacto que pueden causar las actividades a desarrollarse en el territorio 
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intervenido; ello con la finalidad que estas actividades sean más 
beneficiosas económicamente y además se permita adoptar medidas de 
prevención o reducción de conflictos derivados de este uso y explotación del 
territorio.  
 
Una vez aprobada la ZEE la misma servirá como un instrumento técnico 
orientador de las políticas y proyectos relacionados al uso y explotación 
sostenible del territorio en unidades relativamente homogéneas. Por cierto, 
debe precisarse que la aprobación de la ZEE se realiza por la autoridad 
competente de nivel nacional, regional o local conforme a las reglas 
establecidas en el art. 22 del D.S N° 087-2004-PCM que Aprueba el 
Reglamento de Zonificación Ecológico y Económica (ZEE) publicado con 
fecha 23 de diciembre de 2004.   
 
1.2 Estudios Especializados (EE): Instrumento técnico del ordenamiento 
territorial en cual se describen las características, condiciones, dinámicas y 
funcionalidad histórica y actual del territorio a partir de la información 
aportada desde la ZEE. En esta etapa se busca conocer las relaciones de los 
grupos humanos con la naturaleza que los circunda así como los 
antecedentes, variaciones, dinámicas, tendencias o proyecciones sobre el 
uso y explotación del territorio. Por ello a través de los EE lo que se hace es 
profundizar y en consecuencia complementar la información recogida 
previamente en la ZEE a partir de una análisis concreto y exhaustivo de una 
parte del territorio considerado además sus aspectos económicos, sociales y 
ambientales. Finalmente debe indicarse que conforme a la referida 
Resolución Ministerial N° 135-2010-MINAM corresponde a la Dirección 
General de Ordenamiento Territorial (DGOT) del MINAM emitir la opinión 
favorable para la aprobación de los EE que le corresponde a la autoridad 
municipal competente a través de la respectiva ordenanza municipal.       
 
1.3 Diagnóstico Integrado del Territorio (DIT): Instrumento técnico que 
puede calificarse como el componente integrador de la información recaba 
en el proceso de ordenamiento territorial pues en esta etapa se analiza e 
integra toda la información generada en la ZEE y los EE lo que permite 
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sistematizar dicha información y tener un conocimiento integral y específico 
de cada una de las unidades territoriales a intervenir así como del conjunto 
de todas ellas. Así el DIT permite establecer las condiciones favorables y las 
desfavorables del uso y explotación del territorio en orden a lograr una 
adecuada elaboración del plan de ordenamiento territorial pues a través del 
DIT se permite conocer, definir y proyectar de manera técnica el uso y 
explotación del territorio en virtud a sus potencialidades y limitaciones 
considerando para ello sus condiciones históricas y sus condiciones 
presentes así como sus proyecciones futuras o potenciales; todo en clave a 
alcanzar un desarrollo sostenible. Finalmente debe indicarse que la 
información generada en el DIT servirá de insumo necesario para la 
elaboración del plan de ordenamiento territorial. 
 
1.4 Plan de Ordenamiento Territorial (POT): El mismo que es un 
instrumento técnico sustentario que orienta la planificación y gestión del 
territorio para su uso y ocupación sostenible. El POT permite además 
vincular el proceso del ordenamiento territorial con otros planes e 
instrumentos relacionados también a la gestión del territorio y el desarrollo; 
planes e instrumentos que son propuestos por otros sectores y niveles de 
gobierno dentro del marco de sus competencias y funciones, logrando así 
construir una visión compartida e integral del desarrollo al que aspiramos 
como sociedad. Ello además de obtener información útil y necesaria para la 
toma de decisiones relacionadas a acciones que recaigan en el territorio, 
conservar el equilibrio de los ecosistemas, lograr una explotación sostenible 
de los recursos naturales, mayores oportunidades de desarrollo para la 
población y competitividad con enfoque territorial así como una mayor 
rentabilidad de inversiones ambientalmente sostenibles, reducir y de ser 
posible eliminar las condiciones de pobreza, la exclusión económica y de 
vulnerabilidad de la población que es parte de este territorio.  
 
Finalmente debe precisarse que el POT es ejecutado por los niveles o 
escalafones de gobierno regional, provincial y local dentro del marco de la 
ley orgánica de gobiernos regionales y la ley orgánica de municipalidades. 
Además en dicha acción de ejecución del plan de ordenamiento territorial 
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deben observarse las políticas públicas nacionales en materia de 
ordenamiento territorial así como los marcos jurídicos que regulan el mismo 




El ordenamiento territorial al ser también una política pública de Estado que resulta 
necesaria como guía para el uso y explotación del territorio de manera sostenible 
contiene principios que sirven a su vez como límites y contenidos que permiten el 
logro de los objetivos de esta política estatal. Conforme al Anexo de la referida 
Resolución Ministerial N° 026-2010-MINAM d fecha 23 de febrero de 2010 que 
aprueba “Los Lineamientos de Política para el Ordenamiento Territorial” se 
establecen como principios del ordenamiento territorial los siguientes: 
 
2.1 Principio de Sostenibilidad: Debe entenderse que la ocupación y uso 
del suelo son motores o impulsores de desarrollo económico sin 
embargo es necesario realizar un uso y ocupación del territorio de 
manera sostenible; lo que debe hacerse en armonía con las 
condiciones del ambiente necesarias y de seguridad física a través de 
un proceso gradual de corto, mediano y largo plazo, enmarcados en 
una visión de logro nacional. 
 
2.2 Principio de Integralidad: Debe entenderse que el proceso que 
implica el ordenamiento del territorio es un proceso que integra todos 
los componentes físicos, biológicos, económicos, sociales, culturales, 
ambientales, políticos y administrativos y ello debe hacerse conforme 
a una planificación sostenida en el tiempo. Por ello el ordenamiento 
territorial debe tener una clara vocación continente de todos los 
aspectos que pueden influenciar de manera directa o indirecta al 
mismo.    
   
2.3 Principio de Complementariedad: El proceso de ordenamiento 
territorial únicamente puede ser posible si esta integralidad de sus 
componentes incluye también a los distintos niveles de gobierno 
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(nacional, regional y local) de forma tal que las políticas públicas y la 
gestión de los recursos sea hagan de manera integral evitando las 
contradicciones y superposiciones entre los distintos niveles de 
gobierno.  
   
2.4 Principio de Gobernabilidad Democrática: Ello entendiendo que 
los procesos de ordenamiento territorial exigen no sólo la dirección 
del Estado a través de sus órganos técnicos y administrativos que 
conduzcan y guíen este proceso, sino que también exigen que el 
ordenamiento territorial sea realizado de manera tal que el resultado 
de este proceso sea producto de un conceso o acuerdo hecho por la 
sociedad en general (actores públicos y privados), condición que 
permitirá legitimar los resultados obtenidos. Por ello resulta necesario 
que dentro del proceso de ordenamiento territorial se logre la 
inmediata implementación y difusión de los mecanismos de 
participación ciudadana y canales o accesos de información respecto 
de todo este proceso. 
   
2.5 Principio de Subsidiariedad o Descentralización: Que exige que 
para lograr un ordenamiento territorial eficiente se debe incorporar en 
su proceso de construcción políticas públicas de descentralización que 
permitan asignar competencias, responsabilidades y poder de decisión 
en la gestión del territorio a favor de los niveles de gobierno regional 
y local pues sólo así se permite incluir en este proceso de 
ordenamiento territorial los intereses y necesidades de cada localidad 
que recibirá el impacto del mismo.  
   
2.6 Principio de Equidad: El ordenamiento territorial debe buscar 
promover “igualdad de oportunidades para todos los pobladores y 
sectores del territorio favoreciendo la inclusión y disminuyendo las 
asimetrías sociales” (Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca, 
2004, p. 4). Ello será posible si se comprende que existe 
heterogeneidad en la ocupación del territorio así como en el acceso a 
sus recursos por parte de sus ocupantes. 
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2.7 Principio de Respeto a la Multiculturalidad: En el proceso de 
ordenamiento territorial debe respetarse la diversidad cultural, las 
costumbres, conocimientos y tradiciones de uso del suelo en los 
distintos territorios donde se intervenga. Tal obligación la 
encontramos establecida en el art. 89 de nuestra Constitución que 
impone la obligación al Estado de respetar la identidad cultural de las 
Comunidades Campesinas y Nativas. A nivel internacional también 
encontramos este mandato de respeto a la multiculturalidad así en el 
Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales N° 169 (C169) de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT) en su art. 2 inciso 1 y 2 
literal “b” y art. 13 inciso 1 y 2 se dispone que:  
 
Art. 2 
1. Los gobiernos deberán asumir la responsabilidad de 
desarrollar, con la participación de los pueblos interesados, una 
acción coordinada y sistemática con miras a proteger los 
derechos de esos pueblos y a garantizar el respeto de su 
integridad. 
 
2. Esta acción deberá incluir medidas: 
(…) 
(b) que promuevan la plena efectividad de los derechos 
sociales, económicos y culturales de esos pueblos, respetando 




1. Al aplicar las disposiciones de esta parte del Convenio, los 
gobiernos deberán respetar la importancia especial que para las 
culturas y valores espirituales de los pueblos interesados 
reviste su relación con las tierras o territorios, o con ambos, 
según los casos, que ocupan o utilizan de alguna otra manera, y 




2. La utilización del término tierras en los artículos 15 y 16 
deberá incluir el concepto de territorios, lo que cubre la 
totalidad del hábitat de las regiones que los pueblos interesados 
ocupan o utilizan de alguna otra manera. 
   
2.8 Principio de Competitividad: Para ello debe de advertirse y 
reconocerse que existe una gran presión e impacto en cuanto a la 
ocupación y explotación del territorio de forma tal que con el 
ordenamiento territorial se debe buscar incrementar las 
potencialidades del territorio a fin de satisfacer las necesidades y 
demandas de sus ocupantes y no degradar o depredar el mismo. Sin 
embargo debe advertirse que esta competitividad no solo se refiere a 
beneficios de carácter económico en cuanto al uso y explotación del 
suelo sino también a la mejor composición de los otros factores 
sociales y ambientales que contiene este proceso de ordenamiento 
territorial. Por ello la competitividad debe contener tanto aspectos 
económicos como aspectos ambientales que concurran de manera 
equilibrada en el proceso de ordenamiento territorial. Además esta 
competitividad debe respetar los límites naturales propios del medio 
ambiente y sus componentes    
 
3. Política: 
Como se tiene anotado supra el ordenamiento territorial es también una política de 
Estado entendiendo la misma como un proceso complejo e integrado de decisiones 
de carácter participativo que se concreta en actos específicos de gobierno sobre 
determinado asunto de interés público general que requiere atención del poder 
público con la precisión que esa generalidad busca “soluciones específicas de cómo 
manejar los asuntos públicos” (Lahera, 2007, p. 4) en orden a satisfacer las 
necesidades o demandas concretas de la población; es decir, si bien las políticas 
públicas tienen un carácter de generalidad congénito sin embargo tienen un fin o 






Así las políticas públicas para Boneti (2017) son:   
 
Las acciones que nacen del contexto social, pero que pasan por la esfera 
estatal como una decisión de intervención pública en una realidad social, ya 
sea para hacer inversiones o para una mera regulación administrativa. Se 
entiende por políticas públicas el resultado de la dinámica del juego de 
fuerzas que se establece en el ámbito de las relaciones de poder, relaciones 
esas constituidas por los grupos económicos y políticos, clases sociales y 
demás organizaciones de la sociedad civil (p. 13). 
 
Entonces al aplicar el concepto de políticas públicas al ordenamiento territorial 
podemos indicar junto con el Ministerio del Ambiente (2016) que las políticas 
públicas en el ordenamiento territorial se constituyen en: 
 
Procesos de participación y concertación de intereses entre diferentes 
actores, fortaleciendo capacidades y el empoderamiento de los ciudadanos 
en el manejo de normas y procedimientos de políticas públicas vinculadas al 
aprovechamiento sostenible de los recursos naturales (p. 177).  
 
A este nivel de desarrollo podemos afirmar que el ordenamiento territorial como 
una política pública estatal debe ser resultado de un proceso participativo y 
concertado entre el Estado, los poderes fácticos y la sociedad en general que busque 
satisfacer las necesidades de la población a través de la ocupación, uso y 
explotación sostenible del territorio y los recursos naturales inherentes al mismo.    
 
Ahora bien, sentada esta base teórica respecto de lo que son las políticas públicas 
en materia de ordenamiento territorial debe señalarse que en nuestro país es el 
Ministerio del Ambiente (MINAM) quien tiene la función de establecer a nivel 
nacional las políticas públicas y los mecanismos de carácter general en materia de 
ordenamiento territorial. Así en el art. 7 literal “c” del D.L N° 1013 que Aprueba la 
creación, organización y funciones del Ministerio del Ambiente (MINAM) se 
dispone que son funciones específicas del MINAM: “c) Establecer la política, los 
criterios, las herramientas y los procedimientos de carácter general para el 
ordenamiento territorial nacional, en coordinación con las entidades 
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correspondientes, y conducir su proceso.” (Art. 7 literal “c”); por tal razón es que 
MINAM dentro de su estructura orgánica posee como órgano de línea al 
Viceministerio de Desarrollo Estratégico de los Recursos Naturales el mismo que 
tiene como una de sus funciones el diseño de esta política pública en materia de 
ordenamiento territorial así como el diseño de mecanismos de carácter general en 
esta materia. Además debe anotarse que dicho viceministerio está conformado, 
entre otras direcciones, por la Dirección General de Ordenamiento Territorial, la 
misma que conforme al art. 37 literal “a” y “b” del D.S N° 007-2008-MINAM de 
fecha 06 de diciembre de 2008 (Aprueba Reglamento de Organización y Funciones 
del Ministerio del Ambiente) establece que son funciones de esta dirección:  
 
Art. 37. Funciones de la Dirección General de Ordenamiento 
Territorial  
La Dirección General de Ordenamiento Territorial tiene las siguientes 
funciones:  
a) Formular, en coordinación con las entidades correspondientes, la 
política, planes, estrategias, lineamientos y normas de carácter nacional para 
el ordenamiento territorial proponiendo su aprobación al Viceministerio de 
Desarrollo Estratégico de los Recursos Naturales.  
(…)  
b) Promover y evaluar el cumplimiento de las políticas, lineamientos, 
normas y directivas en materia de ordenamiento territorial. (Art. 137 literal 
“a” y ”b”) 
 
Asimismo conviene indicar que el ordenamiento territorial -como se indicó supra- 
es una función de gobierno cuya dirección le es atribuida al MINAM quien tiene a 
su vez tiene la función de establecer las políticas y procedimientos técnicos de 
carácter general a fin de lograr un ordenamiento territorial sostenible en términos 
económicos y ambientales dentro de nuestro territorio. No obstante ello debe 
precisarse que si bien es cierto que el MINAM es el ente rector en materia de 
políticas públicas sobre ordenamiento territorial a nivel nacional sin embargo no es 
menos cierto que corresponde al Ministerio de Vivienda, Construcción y 
Saneamiento (MVCS) regular y promover el ordenamiento territorial urbano y 
rural en nuestro territorio tal como se advierte del art. 4 de la Ley Nº 30156, Ley de 
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Organización y Funciones del MVCS que dispone: “Art. 4.- El Ministerio de 
Vivienda, Construcción y Saneamiento tiene por finalidad normar y promover el 
ordenamiento, mejoramiento, protección e integración de los centros poblados, 
urbanos y rurales, como sistema sostenible en el territorio nacional.” (Art. 4) En 
este mismo sentido además conforme al art. 8 inciso 4 de la referida Ley Nº 30156 
se dispone que son funciones generales de este MVCS: 
 
4.- Dictar normas y lineamientos rectores para el ordenamiento e integración 
de los centros poblados urbanos y rurales a nivel nacional, así como de los 
procesos de conurbación, de expansión urbana, de creación y 
reasentamiento de centros poblados, de manera coordinada, articulada y 
cooperante con otros organismos del Poder Ejecutivo, con los gobiernos 
regionales y locales; conforme, a la legislación en la materia. (Art. 8 inciso 
4)  
 
Entonces por tal asignación de competencias es que el MVCS ha expedido el D.S 
N° 22-2016-VIVIENDA que aprueba el “Reglamento de Acondicionamiento 
Territorial y Desarrollo Urbano Sustentable”; instrumento legal que es el actual 
marco normativo que debe observarse en todos los procedimientos a realizados por 
parte de la autoridad municipal en materia de ordenamiento territorial que sea de su 
competencia. Así se tiene ordenado en el art. 1 de este D.S N° 022-2006-
VIVIENDA que dispone:  
 
Artículo 1.- Objeto:  
El presente Reglamento tiene por objeto regular los procedimientos técnicos 
que siguen los Gobiernos Locales a nivel nacional, en el ejercicio de sus 
competencias en materia de planeamiento y gestión del suelo, de 
acondicionamiento territorial y de desarrollo urbano de sus 
circunscripciones, a fin de garantizar:  
1. La ocupación racional y sostenible de los centros poblados urbanos y 
rurales, así como de sus ámbitos de influencia. (Art. 1) 
 
En este sentido debe también considerarse que esta función reguladora y de 
promoción del ordenamiento territorial que ostenta el MVCS es una función que es 
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compartida con los en los demás niveles o escalafones de gobierno conforme lo 
establece el art. 10 inciso 2 de la referida Ley N° 30156 que dispone que el MVCS 
desarrolla las siguientes funciones compartidas:  
 
2. Normar, aprobar, ejecutar y supervisar las políticas nacionales sobre 
ordenamiento y desarrollo urbanístico, habilitación urbana y edificaciones, 
uso y ocupación del suelo urbano y urbanizable, en el ámbito de su 
competencia, en concordancia con las leyes orgánicas de gobiernos 
regionales y de municipalidades. (Art. 1º inciso 2) 
 
Ergo, el MINAM establece las políticas públicas nacionales en materia de 
ordenamiento territorial y por su parte el MVCS tiene como función compartida 
con los gobiernos locales, normar y promover las políticas públicas de 
ordenamiento territorial únicamente en el ámbito urbano y rural. Ahora bien debe 
también precisarse que los Gobiernos Regionales en materia de ordenamiento 
territorial tienen también funciones rectoras en materia de planes y políticas en 
materia ambiental y ordenamiento territorial dentro del ámbito de su competencia 
así conforme al art. 53 literal “a” de la Ley N° 27867 Ley Orgánica de Gobiernos 
Regionales se dispone que “Artículo 53.- Funciones en materia ambiental y de 
ordenamiento territorial: a) Formular, aprobar, ejecutar, evaluar, dirigir, controlar y 
administrar los planes y políticas en materia ambiental y de ordenamiento 
territorial, en concordancia con los planes de los Gobiernos Locales” (Art. 53 literal 
“a”). Por su parte a nivel del gobierno local (municipalidades provinciales y 
distritales) corresponde a la autoridad municipal proceder al ordenamiento 
territorial a través de sus planes urbanos según la característica de cada territorio y 
las competencias de la autoridad municipal de que se trate. En este sentido el art. 73 
tercer párrafo de la Ley N° 27972 Ley Orgánica de Municipalidades (L.O.M) se 
establece que son funciones específicas de la autoridad municipal: 
 
Art. 73.- Materias de competencia municipal  
(…) 
Dentro del marco de las competencias y funciones específicas establecidas 




(a) Planificar integralmente el desarrollo local y el ordenamiento territorial, 
en el nivel provincial.  
 
Las municipalidades provinciales son responsables de promover e impulsar 
el proceso de planeamiento para el desarrollo integral correspondiente al 
ámbito de su provincia, recogiendo las prioridades propuestas en los 
procesos de planeación de desarrollo local de carácter distrital.  
 
(b) Promover, permanentemente la coordinación estratégica de los planes 
integrales de desarrollo distrital. Los planes referidos a la organización del 
espacio físico y uso del suelo que emitan las municipalidades distritales 
deberán sujetarse a los planes y las normas municipales provinciales 
generales sobre la materia. (Art. 73 tercer párrafo literal “a” y “b”) 
 
Siendo esto así es que corresponde como función exclusiva de las municipalidades 
provinciales realizar a planificación del ordenamiento territorial dentro del territorio 
de su competencia para lo cual debe considerarse las propuestas de las 
municipalidades distritales quien a su vez se encuentran vinculadas por el plan de 
ordenamiento territorial que apruebe la municipalidad provincial conforme a los 
procedimientos establecidos por ley. Además debe indicarse que los instrumentos 
mediantes los cuales las municipalidades distritales planifican el territorio son los 
planes de desarrollo sean estos urbanos, rurales, de asentamientos humanos, 
esquemas de zonificación o planes específicos conforme se establece en el art. 79 
inciso 1 apartados 1.1 y 1.1 de la referida Ley N° 27972 que dispone:     
 
Art. 79.- Organización del espacio físico y uso del suelo 
Las municipalidades, en materia de organización del espacio físico y uso del 
suelo, ejercen las siguientes funciones: 
1. Funciones específicas exclusivas de las municipalidades provinciales:  
1.1. Aprobar el Plan de Acondicionamiento Territorial de nivel provincial, 
que identifique las áreas urbanas y de expansión urbana, así como las áreas 
de protección o de seguridad por riesgos naturales; las áreas agrícolas y las 
áreas de conservación ambiental. 
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1.2. Aprobar el Plan de Desarrollo Urbano, el Plan de Desarrollo Rural, el 
Esquema de Zonificación de áreas urbanas, el Plan de Desarrollo de 
Asentamientos Humanos y demás planes específicos de acuerdo con el Plan 
de Acondicionamiento Territorial.  
  
Asimismo debe considerarse que las municipalidades distritales tienen también 
como órganos de gobierno funciones sobre el ordenamiento territorial consistentes 
aprobar de manera exclusiva el plan urbano distrital el mismo que debe observar los 
límites y condiciones establecidas en el plan de acondicionamiento territorial y el 
plan de desarrollo urbano aprobado a nivel provincial por la municipalidad 
provincial respectiva; todo ello conforme se establece en el art. 79 inciso 3 apartado 
3.1 de la referida Ley N° 27972 que dispone:         
 
Art. 79.- Organización del espacio físico y uso del suelo 
Las municipalidades, en materia de organización del espacio físico y uso del 
suelo, ejercen las siguientes funciones: 
(…) 
3. Funciones específicas exclusivas de las municipalidades distritales: 
3.1. Aprobar el plan urbano o rural distrital, según corresponda, con 
sujeción al plan y a las normas municipales provinciales sobre la materia. 
(Art. 79 inciso 3 apartado 3.1) 
 
Ergo, de lo expuesto podemos concluir que si una municipalidad distrital aprobara 
su plan urbano distrital sin observar por ejemplo la zonificación y compatibilidades 
de uso establecidos en el plan urbano provincial y en virtud a dicho plan urbano 
distrital se otorgaría una habilitación urbana sobre un área zonificada como agrícola 
(AA): no urbanizable ni edificable o sobre un área zonificada como reserva 
paisajista (RP): no urbanizable ni edificable; incurriría el funcionario o servidor 
municipal otorgante en la comisión del delito de Responsabilidad de funcionario 
público por otorgamiento ilegal de derechos establecido en el art. 314 del Código 
Penal (C.P) que en el caso sub examine exige al funcionario o servidor municipal 
actuar conforme a los planos urbanos aprobados por la autoridad municipal al 
momento de otorgar o autorizar algún derecho o actividad en determinada parte del 
territorio que tiene relación con impactos negativos al ambiente.           
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4. Objetivos  
Como toda política pública el ordenamiento territorial tiene también que establecer 
objetivos a alcanzar teniendo para ello como pauta estructural y orientadora el logro 
de un desarrollo económico en armonía con la protección ambiental. En este 
sentido conforme a la referida Resolución Ministerial N° 026-2010-MINAM de 
fecha 23 de febrero de 2010 expedida por el Ministerio del Ambiente se establece 
que el ordenamiento territorial tiene los siguientes objetivos: 
 
Objetivo 1: “Promover y facilitar, el aprovechamiento sostenible de los 
recursos naturales renovables, la utilización y gestión responsable de los 
recursos naturales no renovables; así como, la diversidad biológica, la 
ocupación ordenada del territorio en concordancia con sus características, 
potencialidades y limitaciones, la conservación del ambiente y de los 
ecosistemas, la preservación del patrimonio natural y cultural, el bienestar y 
salud de la población.”  
 
Por ello es que el ordenamiento territorial al momento de su elaboración 
debe considerar las potencialidades y limitaciones que actualmente 
presentase el territorio y sus recursos en él existentes ello a fin de hacer un 
uso y explotación sostenible del mismo pues de lo contrario se degradaría y 
depredaría el medio ambiente y sus componentes en perjuicio de toda la 
población. Ejercer una presión insostenible sobre medio ambiente y sobre 
los recursos naturales en especial sin duda alguna provoca una degradación 
y depredación irremediable de los mismos, lo que resulta aún más evidente 
cuando se trata de recursos naturales no renovables que tienen como 
característica su condición de ser extinguibles.     
 
Objetivo 2: “Impulsar el desarrollo del territorio nacional de manera 
equilibrada y competitiva con participación de los agentes públicos, 
privados y comunales mediante una adecuada planificación del territorio.” 
 
Como tenemos señalado supra mediante el ordenamiento territorial se debe 
procurar alcanzar un desarrollo económico sustentable y competitivo 
respetuoso del medio ambiente que debe ser resultado de un proceso amplio 
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de concertación democrática entre los distintos actores públicos (Estado) y 
privados de la sociedad en general de forma tal que el resultado final del 
ordenamiento territorial sea reflejo de una concertación democrática y la 
búsqueda de la satisfacción sostenible de la pretensiones de cada uno de los 
actores que forman parte de este complejo proceso. 
  
Objetivo 3: “Prevenir y corregir la localización de los asentamientos 
humanos, de la infraestructura económica y social, de las actividades 
productivas, y de servicios básicos en zonas de riesgos (identificando las 
condiciones de vulnerabilidad).” 
 
En este sentido el ordenamiento territorial busca una ocupación del territorio 
no solo sostenible económica y ambientalmente sino también una ocupación 
segura para la población de forma tal que se evite la formación o 
asentamiento de poblaciones en zonas de peligro como por ejemplo 
asentamientos humanos que se ubican en zonas de peligro volcánico o de 
fragilidad del suelo que impiden levantar edificaciones de alta densidad 
sobre las mismas o peor aún la constitución de centros poblados informales 
(invasiones) en cauces de quebradas secas o temporales que en mediano o 
largo plazo va a provocar inundaciones y perdidas de vida.   
  
Objetivo 4: “Contribuir a revertir los procesos de exclusión y de pobreza, 
fortaleciendo y facilitando un desarrollo territorial sostenible.” 
 
El ordenamiento territorial busca también reducir los niveles de pobreza y 
exclusión social de la población a través precisamente del uso sostenible del 
territorio y sus recursos a favor de la población en general. El ordenamiento 
territorial se convierte así en un instrumento técnico para el logro de los 
fines del Estado en aspectos de políticas públicas sociales relacionadas a la 
reducción de la pobreza e inclusión social en los procesos productivos y 
económicos. Se debe advertir además que existe un vínculo directo y 
evidente entre la pobreza, el acceso a los recursos naturales y el daño 
ambiental. Si logramos que las personas menos favorecidas en términos 
económicos mejoren sus niveles de vida a través del acceso y uso sostenible 
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de los recursos naturales y cuidado del medio ambiente lograremos 
definitivamente la reducción de la pobreza y a la vez un cuidado del medio 
ambiente más eficiente. Para ello resulta de esencial importancia la 
intervención del Estado con participación colaborativa de los poderes 
privados y una formación integral de ciudadanía en la población.     
 
5. Etapas del ordenamiento territorial 
Es evidente como tenemos anotado supra que la ocupación no planificada del 
territorio nos va a llevar a un desarrollo desigual y una explotación insustentable de 
nuestros recursos naturales con la subsecuente generación de conflictos sociales 
debido a esta ocupación y explotación del territorio sin criterio de sostenibilidad 
alguno. Así respecto de la ocupación desordenada del territorio en nuestro país 
señala Pérez (2015) que: 
 
La ocupación inadecuada, sin planificación del territorio es lo que ha 
caracterizado el desarrollo nacional. Actualmente, gran parte del territorio 
peruano ha sido ocupado por diferentes tipos de intervenciones, proyectos, 
actividades, etc., sin planificación o con una planificación parcial desde un 
sector (p. 23).      
 
Para lograr una ocupación ordenada y sostenida del territorio es necesario contar no 
sólo con un marco normativo claro y orgánico sino también con una metodología e 
instrumentos que posibiliten los objetivos propuestos. El MINAM mediante la 
Resolución Ministerial N° 098-2016-MINAM de fecha 22 de abril de 2016 ha 
establecido como parte de las políticas públicas en materia de ordenamiento 
territorial los “Lineamientos Estratégicos y Disposiciones Complementarias para la 
Conducción del Proceso de Ordenamiento Territorial a nivel nacional”; siendo que 
dichas políticas públicas se encuentran a cargo del MINAM a través de la DGOT 
como se tiene anotado. Es así que conforme a esta Resolución Ministerial N° 098-
2016-MINAM de fecha 22 de abril de 2016 se han fijado como las etapas del 






5.1 Etapa de preparación: 
En esta etapa inicial del ordenamiento territorial se definen los 
objetivos y estrategias a seguir en el proceso de ordenamiento 
territorial, promoviendo su articulación y vinculación con el 
desarrollo del ámbito geográfico en estudio para lo cual se involucra 
y prepara a los diferentes actores y los participantes que serán parte 
de este proceso del ordenamiento territorial. Aquí los actores 
conocen el proceso de ordenamiento territorial y sus beneficios y se 
organizan para iniciar el mismo a través de la elaboración de un plan 
de trabajo.  
 
Además en esta etapa lo que se hace es establecer de manera clara 
los objetivos y los medios por los cuales se va a ejecutar el 
ordenamiento territorial para lo cual la participación ciudadana y de 
la sociedad civil en general es un factor importante ya que es en esta 
etapa donde se conocen las virtudes del ordenamiento territorial así 
como las limitaciones que puede presentar el mismo cuya 
información no sólo vendrá de los estudios preliminares a cargo del 
Estado sino también de los particulares que conocen de manera 
directa su territorio y características particulares y pueden por ello 
realizar valiosos aportes. Asimismo es necesario que exista un 
liderazgo político definido por parte de la autoridad regional y/o la 
autoridad local a fin de iniciar esta primera etapa del ordenamiento 
territorial. Al respecto Méndez y Pascale (2014) señalan que para el 
inicio del proceso de ordenamiento territorial se “requiere de una 
decisión política clara y sostenida en el tiempo por parte de las 
autoridades competentes, que tome como punto de partida el modelo 
actual de organización territorial y tenga por objetivo alcanzar un 
modelo futuro deseado y concertado” (p. 12).  
 
Además en esta etapa se debe implementar un equipo técnico 
multidisciplinario que se encargue de la panificación y ejecución de 
la misma. Para ello es necesario articular a los a los niveles o 
escalafones de gobierno regional y/o local según sus respectivas 
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competencias en materia de ordenamiento territorial. Debiendo 
además solicitarse el asesoramiento del Ministerio del Ambiente 
como ente rector en esta materia una vez obtenido el estudio 
definitivo. Además debe considerarse que realizar esta etapa 
permitirá lograr introducir como una de las necesidades de los 
gobiernos regionales y locales la inversión pública en proyectos 
relacionados al ordenamiento territorial. Realizado todo esto es 
posible acceder a la siguiente etapa.  
 
5.2 Etapa de diagnóstico: 
En esta etapa se realiza la recopilación y análisis de toda la 
información relevante para la toma de decisiones con base a los 
objetivos y el enfoque establecidos previamente. Asimismo, 
comprende la generación de información que permita identificar las 
diferentes condiciones que presenta el territorio desde un enfoque 
sistémico e integrador. Asimismo se realiza el análisis de las 
diferentes dinámicas territoriales que en su conjunto definirán la 
situación actual del ámbito geográfico en estudio. Para ello es que en 
esta etapa se procede a la elaboración de la Zonificación Ecológica y 
Económica - ZEE, Estudios Especializados - EE y del Diagnóstico 
Integrado del Territorio-DIT, considerando la normativa vigente; 
siendo estos documentos los instrumentos técnicos que se 
constituyen en las herramientas técnicas sustentarias del proceso del 
ordenamiento territorial. 
 
Además en esta etapa el análisis y consolidación de la información 
recopilada por medio de la ZEE y los EE va a permitir  contar con el 
DIT (como insumo necesario para la posterior elaboración del POT), 
el mismo que aporta información sobre el modelo actual del 
territorio, la identificación y análisis de las tendencias o 
potencialidades y la construcción de las variables clave o 
estratégicas. Por ello en esta etapa de diagnóstico es que se va a 
poder conocer las características más importantes en la ocupación y 
el uso del territorio a nivel de detalle considerando para ello todos 
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los aspectos económicos, sociales, culturales y ambientales del 
territorio a intervenir. 
 
Asimismo se precisa que es en esta etapa o fase en que los gobiernos 
regionales y locales deben cumplir con la conformación de una 
comisión técnica de la ZEE y, una vez aprobado este instrumento 
bajo los procedimientos técnicos y metodológicos previamente 
establecidos, deberá conformarse otra comisión técnica para los 
demás instrumentos técnicos sustentatorios (EE, DIT y POT) en el 
nivel de gobierno regional y local que correspondan; garantizándose 
así la adecuada participación de tales comisiones en esta y las demás 
etapas del proceso de ordenamiento territorial de manera permanente 
y activa. 
 
Entonces es en esta etapa del ordenamiento territorial donde debe 
evaluarse las condiciones (potencialidades) favorables y 
desfavorables del territorio a intervenir con el POT pudiendo para 
dicho fin hacernos las preguntas tales como ¿Cómo se encuentra el 
territorio en la actualidad? ¿Qué podemos hacer y qué no podemos 
hacer? y ¿Cómo es que deberíamos organizar el territorio?; estas 
interrogantes básicas nos permitirán tener una noción clara respecto 
a cómo está el territorio que vamos a ordenar y que proyección 
podemos formular sobre el mismo.     
 
5.3 Etapa de formulación y aprobación del plan: 
La etapa de formulación del plan de ordenamiento territorial 
comprende la elaboración del POT para lo cual se deberá definir la 
visión de desarrollo, las políticas y estrategias -objetivos, programas, 
proyectos y acciones- a alcanzar en función a las normas y políticas 
establecidas en materia de ordenamiento territorial. La visión 
establecida para la elaboración del POT, debe ser concordante con 
los instrumentos de gestión desarrollados en el ámbito geográfico en 




Asimismo debe señalarse que la aprobación del plan de 
ordenamiento territorial así como de sus instrumentos técnicos 
sustentarios (ZEE, EE y OIT) precisa de la opinión favorable previa 
del Ministerio del Ambiente quien realiza tal evaluación en 
observancia de la Resolución Ministerial N° 135-2013-MINAM de 
fecha de fecha 03 de mayo de 2013 que establece los procedimientos 
de validación del ordenamiento territorial así como lo establecido en 
la referida Resolución Ministerial N° 098-2016-MINAM de fecha 22 
de abril de 2016.  
 
Luego de aprobado el POT con opinión favorable del MINAM se 
procede a la ejecución de acciones vinculadas al aprovechamiento 
sostenible de los recursos naturales, la ocupación y uso del territorio; 
identificándose un conjunto de alternativas de uso y ocupación del 
territorio, sobre la base de las potencialidades y limitaciones 
territoriales, que analiza dinámicas así como las tendencias y 
proyecciones de crecimiento y desarrollo del país. De forma tal que 
es en esta etapa donde se define y establece la forma de ocupar el 
territorio y el uso que al mismo se le puede dar, lo que implica un 
análisis del establecimiento de zonificaciones y compatibilidades de 
uso del territorio. Por ello señala Pérez (2015) que esta etapa del 
ordenamiento del territorio se ejecuta “a gran escala regional, local y 
provincial, en correspondencia con las funciones definidas en la Ley 
Orgánica de los Gobiernos Regionales, la Ley Orgánica de 
Municipalidades, y en el marco de las políticas nacionales de 
desarrollo” (p. 37).  
 
Finamente debe relievarse la utilidad integradora del territorio que 
permite POT pues el mismo debe ejecutarse en armonía y respeto de 
los otros planes aprobados por otros sectores de gobierno 






5.4 Etapa de implementación del plan: 
En esta etapa se procede a la ejecución de actividades identificadas 
en el POT (programas, proyectos y acciones), las cuales resultan 
estratégicas para el cumplimiento de las políticas nacionales 
relacionadas al desarrollo del territorio, procesos de planeamiento 
del desarrollo y de la inversión pública y privada promoviendo el 
adecuado uso y la ocupación del territorio. La implementación del 
POT ya aprobado requiere de una acción eficiente de los órganos de 
gobierno ocal y regional que procuren el logro de los objetivos del 
ordenamiento territorial. 
 
Asimismo debe considerarse que en esta etapa de implementación 
del POT se debe contar con funcionarios y servidores públicos que 
se encuentren comprometidos y debidamente preparados para la 
gestión de dicho plan de forma tal que debe existir un reforzamiento 
de la institucionalidad de los niveles de gobierno regional y local, 
capacidad de articulación de las planes de desarrollo con el plan de 
ordenamiento territorial y contar con un suficiente conocimiento y 
efectiva gestión de las políticas públicas aprobadas por parte del 
personal involucrado en este proceso.      
 
Por ello podemos concluir que la etapa de implementación del 
proceso de ordenamiento territorial concretiza las políticas públicas 
y la aplicación concreta de la información integrada generada en las 
anteriores etapas de este proceso, ello a través de acciones 
estratégicas armonizadas de manera orgánica con otros instrumentos 
sectoriales vinculados también con la gestión del territorio a 
intervenir. Asimismo conviene indicar que los planes de 
ordenamiento territorial deben estar considerados en los proyectos de 
inversión pública pues desde el Ministerio de Economía y Finanzas 
(MEF) a través de la Resolución Directoral N° 007-2013-EF/63.01 
publicada el 31 de octubre de 2013 se aprueban “Los lineamientos 
para la formulación de proyectos de inversión pública en materia de 
ordenamiento territorial” que es anexo de dicha resolución y que 
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busca promover los proyectos de inversión pública vinculados al 
ordenamiento territorial.       
 
5.5 Etapa del monitoreo del plan: 
Esta última etapa del proceso del ordenamiento territorial exige se 
realice un seguimiento a la aplicación del POT, evaluando los 
cambios y efectos en el territorio durante la aplicación del mismo así 
como las repuestas o actuaciones que se ejecutan en el marco del 
proceso ordenador. El monitoreo comprende el desarrollo de 
acciones de manera permanente y orienta la fase de implementación 
en corto, mediano y largo plazo, promoviendo el cumplimiento de 
las estrategias priorizadas por el nivel de gobierno correspondiente y 
de los objetivos propuestos. 
 
Debe anotarse que esta etapa se constituye en un mecanismo 
eficiente de control y medición del cumplimiento de los objetivos del 
POT. Además permitirá realizar actualizaciones o modificaciones 
que resulten útiles para la mejora del POT durante su aplicación; 
siendo importante resaltar el carácter estratégico que debe tener el 
ordenamiento territorial en su conjunto y que además se integre al 
mismo como uno de sus componentes la flexibilidad pues con ella se 
permitirá como señala Montes (2001) “la adecuación de las 
disposiciones del plan a la realidad cambiante y se concreta en una 
serie de instrumentos (nuevos o renovados) que le dan vida y lo 
hacen operativo” (p. 19). Asimismo cabe anotar que la etapa del 
monitoreo del POT concurre o es simultáneo a la etapa de 
implementación del plan que es de tiempo prolongado; permitiendo 
así tener un control y revisión constantes del POT y de los niveles de 
éxito alcanzados para lo cual debe mantenerse una institucionalidad 
y organización permanentes dentro de los gobiernos regionales y 
locales a fin que precisamente el ordenamiento territorial se 
constituya también en una política pública sostenida en el tiempo 
que como se anotó constituye una herramienta técnica que permite 
reducir la pobreza y la exclusión social; utilidad que resulta 
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armónica con el primer objetivo del milenio: Objetivo 1: Reducir la 
pobreza extrema y el hambre (Declaración del Milenio realizada en 
Nueva York, septiembre, 2000 por parte de las Naciones Unidas, con 
plazo límite al año 2015); objetivo que además es ratificado por el 
primer objetivo de La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible: 
Objetivo 1: Poner fin a la pobreza (adoptada en septiembre de 2015 
por la Naciones Unidas nuevamente en Nueva York) .    
 
6. Dimensiones del plan de ordenamiento territorial 
Por otro lado el mismo MINAM mediante Resolución Ministerial N° 173-2016-
MINAM de fecha 07 de julio de 2016 aprobó las “Pautas generales para la 
elaboración del Plan de Ordenamiento Territorial” así como su respectivo Anexo de 
dicha resolución; instrumento normativo que va dirigido a los niveles de gobierno 
regional y local. Asimismo en dicha resolución se establecen aspectos 
metodológicos, fases y pautas generales para elaboración del POT las cuales 
merecen ser analizadas brevemente para los fines de esta investigación. Mediante la 
mencionada resolución ministerial como parte de la metodología a usarse se 
establecen dimensiones que deben observarse durante dicho proceso técnico – 
administrativo del ordenamiento territorial, a saber:  
 
6.1 Dimensión participativa: Por parte de la sociedad en general, tanto de 
públicos como de privados, ello a fin que lograr que el proceso y el 
resultado final del POT sea producto de un consenso democrático de toma 
de decisiones concertadas. 
 
6.2 Dimensión política – institucional: Que exige una participación dinámica 
así como un claro liderazgo de los actores políticos vinculados y 
responsables del proceso de ordenamiento territorial, los mismos que deben 
de contar con las capacidades suficientes para comprender los objetivos y 
las funciones que les toca asumir dentro del proceso complejo de la 
elaboración del POT que además debe ser considerado como una de las 




6.3 Dimensión técnica: La misma que exige la implementación de estrategias e 
instrumentos para el elaboración del POT así como la conformación de un 
equipo técnico especializado en materia de ordenamiento territorial que 
proponga las alternativas que podrán darse al uso del suelo para lo cual se 
formulará un Diagnóstico Integral del Territorio (DIT) que debe considerar 
la situación actual del uso del territorio así como sus potencialidades y 
limitaciones. 
 
Asimismo conviene indicar que en esta misma Resolución Ministerial N° 173-
2016-MINAM de fecha 07 de julio de 2016 se han establecido además de los 
aspectos metodológicos para la elaboración del POT también las fases de dicho 
proceso, a saber: a) Fase I: Análisis prospectivo del territorio: Análisis que se 
sustenta en el DIT donde se proponen por parte de los actores públicos un análisis 
de proyección del desarrollo regional y local así como los riesgos y oportunidades 
para el uso y el aprovechamiento del suelo y los recursos existentes en el territorio; 
estableciendo los ejes estratégicos acordes a los objetivos del POT; b) Fase II: 
Formulación del planteamiento general de la propuesta: Fase donde se define de 
manera general la propuesta del POT en función a las propuestas de desarrollo y se 
establece el modelo de ordenamiento territorial, visión y objetivos del mismo; c) 
Fase III: Formulación específica de la propuesta: Fase donde se desarrollan las 
acciones específicas para alcanzar el modelo, visión y objetivos del ordenamiento 
territorial; y d) Fase IV: Validación y aprobación de la propuesta: Fase en la cual 
una vez definidos los componentes del POT los mismos son objeto de difusión a la 
ciudadanía para lo cual debe contarse con una estrategia de comunicación y acceso 
de dicha información. Luego de ello esta información relativa a la propuesta del 
POT y sus respectivos componentes es remitida al MINAM a fin expida la 
respectiva opinión favorable previa a la aprobación del POT. 
 
7. Pautas del plan de ordenamiento territorial  
Asimismo en la referida Resolución Ministerial N° 173-2016-MINAM de fecha 07 





7.1 Pauta 1: Implementación de la Fase I: Ello mediante: Paso 01: Validación 
del modelo actual del sistema funcional, Paso 02: Diseño del modelo de 
análisis prospectivo, Paso 03: Determinación del escenario optimo posible, 
y Paso 04: Determinar los ejes estratégicos;  
 
7.2 Pauta 2: Implementación de la Fase 2: ello mediante Paso 01: Formular la 
visión e imagen objetivo del ordenamiento territorial, Paso 02: Formular el 
modelo de ordenamiento territorial, y Paso 03: Formular los objetivos 
estratégicos; 
  
7.3 Pauta 3: Implementación de la Fase 3: ello mediante Paso 01: Formulación 
de la propuesta de alternativas de uso y ocupación del territorio, Paso 02: 
Formulación del programa de inversiones, y Paso 03: Formulación del 
modelo de gestión para la implementación del POT; y  
  
7.4 Pauta 4: Implementación de la Fase 4; ello mediante la difusión del 
documento final de la propuesta de POT y la validación del mismo por arte 
de la comisión técnica y una vez que se obtenga la opinión favorable del 
MINAM se procede a la aprobación del POT. 
 
Asimismo conviene indicar que el MINAM mediante la referida Resolución 
Ministerial N° 026-2010-MINAN de fecha 23 de febrero de 2010 aprueba los 
“Lineamientos de la Política para el Ordenamiento Territorial” y sobre esta base al 
expedir por un lado esta Resolución Ministerial N° 098-2016-MINAM de fecha 22 
de abril de 2016  aplicable al MINAM y por otro lado al expedir la mencionada 
Resolución Ministerial N° 173-2016-MINAM de fecha 07 de julio de 2016 
aplicable a los niveles de gobierno regional y local en materia de ordenamiento 
territorial lo que se hace es causar dispersión legal en cuanto al ámbito, 
competencia y contenido de estos dos instrumentos normativos del ordenamiento 
territorial, lo que consideramos debe ser reparado a través de una ley general de 
ordenamiento territorial.      





8. Compatibilidad de uso del suelo 
La compatibilidad de uso del suelo conforme al art. 2 literal “a” del D.S 046-2017-
PCM (que aprueba el Texto Único Ordenado de la Ley N° 28976, Ley Marco de 
Licencia de Funcionamiento y los Formatos de Declaración Jurada) se define la 
como “evaluación que realiza la entidad competente con el fin de verificar si el tipo 
de actividad económica a ser desarrollada por el interesado resulta o no compatible 
con la categorización del espacio geográfico establecido en la zonificación vigente” 
(art. 2 literal “a”). Por ello conforme a este cuerpo normativo la autoridad 
municipal competente es quien deben de evaluar, antes de otorgar una licencia de 
funcionamiento, si las actividades económicas respecto de las cuales se solicita 
dicha licencia de funcionamiento resultan compatibles o no con la zonificación 
asignada al territorio o suelo donde se pretenden realizar las mismas. Así por 
ejemplo si se solicita licencia de funcionamiento para poner en marcha un 
establecimiento dedicado a la transformación industrial de productos 
hidrobiológicos o curtido de cueros que resulta ser una actividad de tipo industrial, 
debe verificarse que dicha actividad sea compatible con la zonificación del suelo o 
territorio donde se pretende instalar la fábrica en mención. Esta contrastación o 
compatibilidad debemos verificarla en el plan urbano expedido por la autoridad 
municipal provincial. 
 
Asimismo debe anotarse que las compatibilidades de uso del suelo permite que en 
un territorio puedan realizarse distintas actividades en cuanto al uso del suelo así 
por ejemplo en una zonificación de residencial podría establecerse que en el 
territorio que ostenta esta zonificación puedan también realizarse actividades de 
recreación o de educación básica resultando por ello importante que la 
compatibilidad de uso del suelo asignada por la autoridad municipal debe guardar 
coherencia con los objetivos y las políticas públicas en materia de ordenamiento 
territorial aprobadas por el gobierno central a través del MINAM como se tiene 
anotado. En este punto resulta útil considerar lo que nos enseña el profesor Ciriani 
(2012): 
 
La vivienda es la primera y más importante materia de la ciudad, es el 
elemento que genera el tejido urbano, es el índice más precioso de la 
dimensión, de la cantidad y de la relación al territorio: su densidad (se dice 
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de una ciudad: ciudad de 40,000 habitantes). No preceden a la vivienda sino 
la geografía y las vías de comunicación (el camino), cuyo cruce establece el 
punto de partida de todo asentamiento humano (p. 16). 
 
Por ello es que resulta importante diseñar un ordenamiento territorial con enfoque 
de un desarrollo sostenible que considere a la vivienda o lugar donde vive el ser 
humano como el elemento más importante dentro de una ciudad pues a partir de 
ella que se podrá organizar y regular las actividades humanas a desarrollarse sobre 
el territorio urbano a fin que sean compatibles con este enfoque de desarrollo, 
logrando así una mejora en la calidad de vida de las personas.             
 
Finalmente para los fines de la presente investigación resulta importante señalar 
que conforme al Cuadro de Compatibilidades del Plan Director de Arequipa 
Metropolitana (PDAM) vigente desde el año 2002 al año 2015 (aprobado mediante 
Ordenanza Municipal N° 160 de fecha 14 de noviembre de 2002 y adecuado al 
Reglamento de Acondicionamiento Territorial D.S N° 04-2011-VIVIENDA 
mediante Ordenanza Municipal 495 de fecha 15 de noviembre de 2007) se permite 
y es compatible con una zona residencial (desde la baja densidad hasta la alta 
densidad) la realización de actividades industriales elementales (I1-R), actividades 
comerciales (desde a local hasta las metropolitanas), actividades recreativas (ZR), 
zona de forestación (ZF) y actividades de otros usos (OU). Por su parte el nuevo 
Cuadro de Compatibilidades del nuevo Plan de Desarrollo Metropolitano (PDM) 
vigente desde el año 2016 al año 2025 (aprobado por la Municipalidad Provincial 
de Arequipa mediante Ordenanza Municipal N° 961 de fecha 03 de febrero de 
2016) establece que en una zona residencial (desde la baja densidad hasta alta 
densidad) pueden realizarse actividades comerciales (comercio vecinal (CV), 
sectorial (CS) y metropolitano (CM)), actividades de educación básica (E-4), 
actividades de posta de salud (H-1) y centro de salud (H-2) así como actividades 
recreativas (ZR). De ello se evidencia que este nuevo PDM 2016-2025 en cuanto a 
compatibilidades de uso en una zona residencial es restrictivo para las actividades 
industriales de tipo elemental pues a diferencia del PDAM 2002-2015 no permite 






La zonificación podemos definirla como aquel instrumento técnico normativo del 
ordenamiento territorial que permite usar el territorio o suelo conforme a los 
contenidos y límites establecidos en el plan urbano (Plan de Desarrollo 
Metropolitano) aprobado por la autoridad municipal provincial a fin de lograr un 
desarrollo sostenible mediante el uso racional del suelo y los recursos del mismo. 
En este sentido el art. 99 inciso 99.1 del D.S N° 022-2016-VIVIENDA define a la 
zonificación como:    
 
Artículo 99.- Definición de zonificación  
99.1 La zonificación es el instrumento técnico normativo de gestión urbana 
que contiene el conjunto de normas técnicas urbanísticas para la regulación 
del uso y la ocupación del suelo en el ámbito de actuación y/o intervención 
de los Planes de Desarrollo Urbano, en función a los objetivos de desarrollo 
sostenible, a la capacidad de soporte del suelo y a las normas pertinentes, 
para localizar actividades con fines sociales y económicos como vivienda, 
recreación, protección y equipamiento; así como, la producción industrial, 
comercio, transportes y comunicaciones. (Art. 99 inciso 99.1) 
  
De esta definición normativa se desprende además que la zonificación es un 
elemento técnico – normativo de gran importancia que hace posible alcanzar un 
desarrollo sostenible con enfoque territorial y en última instancia con ello la mejora 
de la calidad de vida de las personas que habitan el territorio donde se aplican estos 
instrumentos de planificación.  
 
Conforme al art. 4 inciso 17 del referido D.S N° 002-2016-VIVIENDA se define al 
sector urbano como: “Sector Urbano: Área urbana con homogeneidad espacial en 
términos de características físicas, socio - culturales, económicas o funcionales y, 
que está delimitada por factores naturales o artificiales, estando su vocación 
determinada por su ubicación y el tipo de zonificación.” (Art. 4 inciso 17). 
Asimismo conforme al art. 101 inciso 101.1 del mencionado D.S N° 022-2016-
VIVIENDA se establece y define como zonas urbanas y urbanizables inmediatas 




9.1 Zona Residencial (ZR) 
Una zona residencial es definida conforme al 101 inciso 101.1 numeral 1 del 
mencionado D.S N° 022-2016-VIVIENDA como:  
 
1. Residencial (R): Área urbana destinada predominantemente al 
uso de vivienda, permitiendo además otros usos compatibles. Los 
planos de zonificación consignan: Zona de Densidad Alta (RDA), 
Zona de Densidad Media (RDM) y Zona de Densidad Baja (RDB). 
(Art. 101, inciso 101.1, apartado 1) 
 
9.2 Zona Agrícola (ZA) 
La zona agrícola o destinada para el uso agrícola conforme al art. 101 inciso 
101.1 apartado 11 del mencionado D.S N° 022-2016-VIVIENDA se define 
como “11. Zona Agrícola (ZA): Área rural dedicada a la producción 
primaria, calificada como no urbanizable” (Art. 101, inciso 101.1, apartado 
11).  
 
Por su parte conforme al Reglamento del referido Plan de Desarrollo 
Metropolitano (PDM 2016-2025) se define a una zona agrícola como “3.12 
Zona Agrícola: Constituida por áreas destinadas a la agricultura y a la 
ganadería dentro del área urbana de la ciudad.” Debe anotarse además que 
conforme a este PDM 2016-2025 se estableció que una zona agrícola (ZA) 
es compatible en el uso del suelo con actividades también agrícolas pero 
además también es compatible con zona recreativa o de recreación (ZR) que 
conforme a este Reglamento se definen como: 
 
Son áreas urbanas y de expansión urbana, con o sin construcción, 
que poseen características particulares de orden físico, ambiental, 
social o económico, que podrá ser desarrollados urbanísticamente 
mediante Planes Específicos para mantener o mejorar su proceso de 
desarrollo urbano-ambiental. 
 
Dicha compatibilidad de uso de las zonas agrícolas (ZA) con la zonas 
recreativas o de recreación (ZR) establecidas en el referido PDM 2016 – 
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2025 sin duda alguna constituye un cambio significativo y además peligroso 
para la protección de las tierras agrícolas en la provincia de Arequipa pues 
conforme al anterior plan urbano provincial denominado PDAM 2002-2015 
se establecía que el territorio zonificado como zona agrícola (ZA) 
únicamente era compatible con la misma zonificación agrícola (ZA) de 
forma tal que en una zona agrícola únicamente podían realizarse actividades 
de tipo agrícola y no otras distintas a dicho fin; barrera administrativa con la 
cual se garantizaba que las tierras agrícolas no sean objeto de cambios de 
uso con fines distintos y en especial con fines urbanos de vivienda que en la 
ciudad de Arequipa al año 2018 es intensa pues la demanda efectiva de 
vivienda asciende a 12,379 núcleos familiares sin propiedad (según estudio 
realizado por del Instituto Cuanto – Fondo Mi Vivienda). Esta 
inconsistencia técnica - ambiental, entre otras vinculadas a cambios de 
zonificación en zonas de reserva paisajista y zona monumental, han 
provocado que a los funcionarios de la Municipalidad Provincial de 
Arequipa (alcalde, mayoría de regidores y miembros del Instituto 
Metropolitano de Planeamiento – IMPLA de Arequipa) sean condenados 
por el delito ambiental de Responsabilidad de funcionario público por 
otorgamiento ilegal de derechos previsto en el art. 314 del Código Penal en 
el en el Expediente N° 04576-20170-0401-JR-PE-05 debido precisamente a 
que el referido PDM 2016 – 2025 con estas inconsistencia vulneraba la 
normatividad territorial y con ello medio ambiente y sus componentes en la 
provincia de Arequipa.   
 
Además cabe anotar en este extremo que nuestro C.P en su art. 311 
establece el delito de Uso indebido de tierras que precisamente reprime el 
cambio de uso o el ofrecimiento en venta de las tierras destinadas al uso 
agrícola por la autoridad municipal sin que para ello previamente se le haya 
obtenido previamente el cambio la zonificación a dicha tierra.      
  
9.3 Zona Monumental (ZM) 
Conforme al art. 101 inciso 101.1 apartado 10 del mencionado D.S N° 022-




10. Zona Monumental (ZM): Constituye un tipo específico de 
ZRE, en el que se localizan bienes inmuebles integrantes del 
Patrimonio Cultural de la Nación. Las intervenciones en esta zona se 
rigen según lo normado en la Ley Nº 28296, Ley General del 
Patrimonio Cultural de la Nación y demás normas sobre la materia. 
(Art. 101 inciso 101.1 apartado 10) 
 
Asimismo debe anotarse que la Municipalidad Provincial de Arequipa 
mediante Ordenanza Municipal Nº 115-2001 de fecha 28 de septiembre de 
2001 se aprueba el Plan Maestro del Centro Histórico y Zona Monumental 
de Arequipa (que aprueba las normas técnicas del plan de gestión del centro 
histórico y la zona monumental de Arequipa) se crea el área de tratamiento, 
intervención y protección y modifica el Plan Director de Arequipa 
Metropolitana. A ello se aúna el hecho que dicha zona monumental de 
Arequipa ha sido declarada como Patrimonio Cultural de la Humanidad por 
la UNESCO desde el año 2000 recibiendo por ello medidas especiales de 
protección y conservación en orden a mantener sus características 
constructivas y arquitectónicas originales existentes, razón por la cual en 
esta ordenanza municipal se estableció procedimientos administrativos 
agravados respecto de los proyectos que quieran realizarse en la zona 
monumental y de centro histórico de Arequipa.  
 
Por otro parte se advierte que nuestro C.P en el art. 313 tipifica el delito de 
Alteración al Paisaje o Ambiente que proscribe precisamente la alteración 
del ambiente natural o el paisaje, urbano o rural, o la modificación de la 
flora o fauna mediante la edificación de obras o la tala de árboles sin que 
para ello se observen las disposiciones de la autoridad administrativa. Debe 
además indicarse que en la provincia de Arequipa se verifica una notoria 
incidencia en la comisión de este tipo de delito debido a la edificación de 
proyectos de construcción sobre edificaciones que son parte del centro 
histórico o zona monumental de Arequipa con fines de ampliación de 




Finalmente debemos recordar que la Corte Suprema de la República con 
relación al mencionado delito de Alteración el Ambiente o Paisaje previsto 
en el art. 313 del Código Penal ha establecido en la Casación N° 74-2014-
AMAZONAS, Fundamento 25, lo siguiente: 
 
Vigésimo quinto: El tipo penal antes mencionado presenta los 
siguientes elementos, tanto objetivos como subjetivos.  
 
En primer lugar, no requiere una cualidad especial en el sujeto 
activo, por lo que cualquier persona puede cometer el presente 
delito. En segundo lugar, la acción típica se compone de tres 
elementos objetivos. A. Tiene que darse una actividad capaz de 
impactar en el medio ambiente. El tipo penal ha circunscrito dicha 
actividad a la construcción de obras o tala de árboles. Por ende, si 
existiera otra actividad que también pudiera afectar al ambiente, esta 
no será punible en este tipo penal, por la limitación puntual realizada 
por el legislador. B. La contravención a las disposiciones de la 
autoridad administrativa, que implica que existe una autoridad 
competente para emitir un pronunciamiento sobre la obra a edificar o 
sobre los árboles a talar. Al igual que en el anterior elemento 
normativo, es necesario que el ordenamiento jurídico haya otorgado 
competencia a un funcionario público para emitir un 
pronunciamiento sobre la acción antes mencionada, caso contrario, 
la conducta será atípica. Cabe resaltar que la disposición emitida por 
la autoridad debe referirse a la materia ambiental, pudiendo –por 
ejemplo- vincularse al impacto o a la compatibilidad de la actividad 
con el medio ambiente. Por ende, el funcionario público deberá ser 
una autoridad que goce de competencias en materia ambiental. C. El 
resultado de la 4 STC EXP. N° 00470-2013-PA/TC, caso Gloria 
Reátegui, fundamentos jurídicos 11-14. construcción de obra o tala 
no autorizada es la alteración del medio ambiente -no exigiéndose 
que se trate un área natural protegida-, por ello, el tipo penal precisa 
que se trata de la alteración del ambiente natural o el paisaje urbano 




Finalmente, es necesario advertir que se trata de un delito doloso, 
quedando descartada toda posibilidad de interpretar la existencia de 
una modalidad culposa. (Fundamento vigésimo quinto) 
 
10. Actividades económicas 
Resulta importante para fines de la presente investigación reconocer que es el 
territorio en donde encontramos gran parte de nuestras fuentes de riqueza 
constituidas por nuestros recursos naturales y es por ello que el territorio se 
constituye en un elemento importante del desarrollo económico; siendo por ello 
necesario contar con un ordenamiento territorial sostenible debidamente normado 
que establezca instrumentos técnicos de gestión eficientes de ocupación y 
explotación del territorio y de los recursos naturales que en él se encuentran.  
 
Las actividades económicas pueden ser definidas como aquellas actividades que 
involucran la extracción, transformación, producción y comercialización de bienes 
y servicios a fin de satisfacer las necesidades de las personas de una determinada 
sociedad; necesidades que van desde las necesidades más básicas o primarias como 
la alimentación o vestido hasta las necesidades más complejas como las 
relacionadas con el arte, la pintura, el teatro, la música, la danza, etc. Además para 
los fines de la presente investigación conviene recordar que el crecimiento 
económico de América Latina y el Caribe se ha sostenido en economías de carácter 
extractivo exportador como señala Galindo (2014):  
 
Entre otros factores, a la explotación y a las exportaciones de productos no 
renovables (hidrocarburos y minería) y renovables (agropecuarios) 
(CEPAL, 2013a, 2012a, 2012b, 2011b, 2011a). Ello se ha traducido en un 
proceso de “primarización de algunas economías de América Latina” (p. 
13).  
 
Asimismo cabe recordar que a partir de 1870 -que marca el inicio de la segunda 
revolución industrial- se empieza a perfilar una división internacional del trabajo lo 
que luego permitió el origen de conceptos de centro y periferia en el análisis 
estructural del desarrollo económico mundial y de América Latina de forma tal que 
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“centros se considera a las economías donde primero penetran las técnicas 
capitalistas de producción; periferia, en cambio está constituida por la economía 
cuya producción permanece inicialmente rezagada, desde el punto de vista 
tecnológico y organizativo” (Collazos, 2010, p. 221). Por ello es que desde esta 
perspectiva existen países centrales o industrializados tales como Inglaterra o 
Estados Unidos de América y otros países periféricos o no industrializados como 
los que pertenecen al continente de Asia, África y América Latina a quienes 
conforme a este esquema centro-periferia les corresponde “como parte de la 
periferia del sistema económico mundial, el papel específico de producir alimentos 
y materias primas para los grandes centros industriales” (Prebisch, 2012, p. 5). 
Aunque dicha teoría si bien no ha perdido realidad y vigencia total sin embargo 
viene siendo cuestionada debido al crecimiento económico de países no 
industrializados y la aparición de nuevas economías emergentes como el llamado 
bloque de los BRICS (Brasil, Rusia, India, China y Sudáfrica), lo cual sin embargo 
no enerva la realidad de los demás países pertenecientes a los demás continentes no 
industrializados y tal como como señala Leff (2004): 
 
Luego de los esquemas de sustitución de importaciones e industrialización 
de los años sesenta y setenta, inspirados en las teorías de la dependencia, las 
economías latinoamericanas han vuelto a basar sus economías en su 
frondosa naturaleza -en su generosa dotación de recursos naturales y 
servicios ambientales y en sus ventajas comparativas en los mercados 
verdes emergentes-, orientándolas a la exportación dentro de las estrategias 
y mecanismos del desarrollo sostenible (p. 116 a 117). 
 
En el Perú no pasa cosa distinta y además como hemos señalado supra existe una 
ocupación desordenada del territorio a lo que “se agregó, la priorización de 
actividades económicas del modelo primario exportador, meramente extractivo, que 
evidencian la falta de conocimiento del territorio y ausencia de acuerdos sobre su 
uso” (Campana, 2014, p. 9). Así entonces conforme a esta división internacional del 
trabajo y modelo de desarrollo se tiene que los países industrializados se encargan 
de transformar y producir bienes y servicios de consumo que venden luego a los 
países no industrializados quienes por su parte se encargan de especializarse en la 
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exportación de materias primas y alimentos a favor los países industrializados que 
no cuentan con la cantidad suficiente de los mismos para satisfacer sus necesidades.  
 
10.1 Sectores económicos 
Dentro de la teoría económica se señala que la economía de un país se 
divide en sectores o rubros económicos. Así estos sectores económicos 
constituyen las divisiones de la actividad económica de un país en un 
determinado momento histórico. Además cabe precisar que esta 
clasificación en sectores de la economía está basada en el tipo de 
producción que se desarrolla dentro de cada país. De esta forma existe en la 
literatura económica como mínimo los siguientes sectores económicos: 
primario, secundario, terciario y recientemente un sector cuaternario. 
 
Además resulta oportuno anotar que conforme al art. 4 inciso 2 del referido 
D.S N° 022-2016-VIVIENDA se define a una actividad económica como:  
 
El conjunto de operaciones relacionadas con la producción y 
distribución de bienes y servicios que permitan la generación de 
riqueza dentro de una comunidad (ciudad, región o país), mediante la 
extracción, transformación y distribución de los recursos naturales o 
de algún servicio; teniendo como finalidad satisfacer necesidades de 
una sociedad en particular. (Art. 4 inciso 2) 
 
10.1.1 El sector primario o extractivo:   
Este sector económico está constituido por aquellas actividades 
económicas relacionadas con la extracción y producción directa de 
los recursos naturales y las materias primas. Es por ello que el sector 
primario es el sector que interviene e impacta directamente y de 
manera más significativa la naturaleza a fin de obtener y producir 
materias primas y alimentos. Por tal razón a este sector económico se 
le denomina también sector económico extractivo pues sus 
actividades están constituidas por actividades extractivas y 
productivas de donde luego se obtiene el recurso o la materia prima 
que sirven para los otros sectores económicos. Debido a estas 
49 
 
características es que con razón se afirma que las actividades del 
sector primario “abarca las actividades basadas primordialmente en 
la transformación o explotación de los recursos naturales” (Reina, 
Zuloaga y Rozo, 2006, p. 16). 
 
Asimismo debemos precisar que las actividades que se realizan es 
este sector primario están constituidas por las siguientes actividades 
a saber: a) actividades extractivas en donde encontramos 
principalmente a la minería, la explotación forestal o servicultura y 
la pesca; y b) actividades productivas en donde encontramos a la 
agricultura y la ganadería que son las que generan los alimentos para 
el consumo humano directo principalmente. 
 
10.1.2 El sector secundario o de transformación: 
Este sector económico “comprende las industrias manufactureras y 
otras actividades similares” (Astudillo, 2012, p. 20) que recaen y 
utilizan las materias primas aportadas por el sector primario. Así 
dentro de este sector económico encontramos aquellas actividades de 
tipo artesanales y actividades de tipo industriales manufactureras que 
transforman los recursos naturales o materias primas (v.gr: 
alimentos, madera y minerales) a través de los procesos de 
producción que permiten obtener materias primas transformadas en 
bienes finales o de consumo. Así podemos afirmar que las 
actividades económicas del sector secundario transforman las 
materias primas del sector primario en nuevos productos o productos 
finales listos para su venta y consumo en el mercado de bienes. Por 
ello es que en este sector económico es la actividad industrial la que 
mayor peso tiene pues es la actividad que transforma los recursos 
naturales en general. 
 
Asimismo este sector económico se puede dividir en las siguientes 
industrias: a) industria pesada donde encontramos la transformación 
de materias primas en productos semielaborados que luego serán 
utilizados por otras industriales para obtener bienes finales o de 
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consumo como por ejemplo la siderurgia, metalurgia y la industria 
química; b) industria de bienes de equipos, en donde se obtienen los 
productos semielaborados para fabricar máquinas y herramientas que 
a su vez sirven para la elaboración de productos finales y prestación 
de servicios como por ejemplo la fabricación de un avión, un auto, 
un barco, un mezclador de concreto, ladrillos, vidrio, fierro, etc; y c) 
industria ligera o de bienes de consumo en donde se transforman los 
productos semielaborados de las anteriores industrias para obtener 
productos finales o elaborados listos para su consumo donde se 
puede ubicar la industria textil, industria mobiliaria, la industria 
alimenticia, la industria mobiliaria, industria de electrodomésticos, 
etc.       
 
10.1.3 El sector terciario o de servicios: 
Este sector económico está constituido por aquellas actividades 
económicas encargadas de brindar servicios o bienes inmateriales a 
las personas naturales o jurídicas tales como servicios de energía, 
internet, servicios de saneamiento, vivienda, etc. En este sector 
podemos encontrar el servicio de transporte, el turismo, las 
telecomunicaciones, el comercio a menor y mayor escala, el alquiler 
de viviendas, servicio de mensajerías, etc. Además encontramos 
actividades energéticas como centrales energéticas, térmicas y las 
nucleares. Asimismo encontramos servicios de salud, educación, 
entretenimiento, cultura, banca, finanzas, la seguridad, el comercio, 
servicios públicos, etc. Finalmente cabe mencionar que “a partir del 
gran incremento del sector terciario, se ha desarrollado la teoría de la 
disolución de la sociedad industrial en una sociedad posindustrial” 
(Hillmannn, 2005, p. 804). 
 
10.1.4 El sector cuaternario o tecnológico: 
Este sector económico es de más reciente data y por ello podemos 
calificarlo como un sector contemporáneo que está vinculado a la 
ciencia, la investigación y el desarrollo de tecnología. En este sector 
se desarrollan actividades por parte de empresas que brindan 
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conocimiento y tecnología a los otros sector económicos. La 
característica principal de este sector es el intercambio de 
conocimiento e información a través de la tecnología y el desarrollo 
de los mecanismos de información y comunicación.      
  
10.2 Productiva 
Definido lo anterior, podemos afirmar en relación a los sectores económicos 
que una actividad productiva es aquella actividad económica que incide en 
la obtención de alimentos a través de la agricultura y la ganadería.   
Asimismo debemos señalar que existe la Clasificación Industrial 
Internacional Uniforme (CIIU) la misma que es una clasificación 
internacional que hace referencia de las actividades económicas productivas 
y con ello se facilita una clasificación o categorización de las actividades 
económicas con fines de estadísticas. 
 
10.3 Distributiva 
Con relación a las actividades económicas distributivas podemos definir a 
las mismas como aquellas actividades que se encargan de la distribución de 
las materias primas y bienes de consumo generados por los sectores 
económicos antes mencionados. Dicha distribución se realiza entre las 
personas que necesitan de los bienes de consumo y las materias primas para 
el uso y la transformación de los mismos. Son parte de estas actividades 
distributivas los medios de comunicación, las vías de comunicación unidas 
al intercambio.  
 
10.4 Extractiva 
Asimismo podemos definir a las actividades económicas extractivas como 
aquellas actividades mediante las cuales se obtienen las materias primas 
directamente de la naturaleza, entre las cuales encontramos a la pesca, la 
explotación forestal o servicultura y la minería; las mismas que impactan 
necesariamente de manera negativa al ambiente y sus componentes: aire, 
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DERECHO CONSTITUCIONAL A GOZAR DE UN AMBIENTE EQUILIBRADO 
Y ADECUADO PARA EL DESARROLLO DE LA VIDA 
 
1. Origen 
Existe consenso en la dogmática ambiental al afirmar que el origen del derecho a 
gozar de un ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida (o por 
antonomasia Derecho al medio ambiente) lo podemos afincar a nivel internacional 
en la Conferencia de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) sobre el 
Medio Ambiente Humano conocida también como Conferencia de Estocolmo 
(debido a que se realizó en la provincia de Estocolmo, capital de Suecia) entre el 05 
al 16 de junio de 1972. Dicha conferencia fue la primera conferencia mundial en 
tratar y poner sobre la agenda y política internacional materias referidas a la 
necesidad global de adoptar medidas destinadas a la protección del medio 
ambiente; cuenta de ello son los 26 principios sobre el medio ambiente y el 
desarrollo así como la adopción de un plan de acción que consta de 109 
recomendaciones en materia ambiental adoptadas en esta conferencia.  
 
Es a partir de esta Conferencia de Estocolmo de 1972 que se “que se comenzó a 
legislar en materia ambiental, y específicamente a buscar soluciones y alternativas a 
los problemas ocasionados por el abuso irracional de los recursos de la naturaleza” 
(Pereira, 2004. p. 532). Por ello como lo señala el profesor Foy (2018) en esta 
conferencia encontramos “los orígenes del derecho ambiental como respuesta de los 
sistemas jurídicos frente a los problemas ambientales contemporáneos” (p. 35). 
Entonces la Conferencia de Estocolmo de 1972 puede ser calificada como la partida 
de nacimiento o la carta magna del derecho ambiental a nivel internacional pues en 
la misma se encontraba incubada la idea de considerar a la tierra como un solo ente 
global y respecto de la cual debían establecerse compromisos y obligaciones de 
carácter internacional por parte de los Estados que permitan su protección de 
manera global. Así tal como lo señala Vera (2011) la existencia de este compromiso 
ambiental de carácter internacional adoptado a partir de la Conferencia de 




Motivó a la mayoría de Estados a constituir Ministerios y Agencias del 
Medio Ambiente, así como un Programa internacional que apoyara e hiciera 
efectivo los acuerdos que a partir de entonces se llevan a cabo sobre esta 
materia. Estas ideas permitieron el nacimiento del Programa de las Naciones 
Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA) (p. 98).      
 
Finalmente conviene indicar que luego de la Conferencia de Estocolmo de 1972 el 
otro documento de especial relevancia a nivel internacional en materia ambiental lo 
constituye el conocido “Informe Brundtland” presentado en el año 1987 por la 
Comisión Mundial del Medio Ambiente y el Desarrollo a cargo de Gro Brundtland 
ex Primera Ministra de Noruega y ex Directora General de la Organización 
Mundial de la Salud (OMS) de las Naciones Unidas. En dicho informe se propuso 
por primera vez a nivel internacional el concepto de desarrollo sostenible que en 
palabras de Gallopin (2003) es entendido como “aquél desarrollo que satisface las 
necesidades del presente sin comprometer la capacidad de la generaciones futuras 
de satisfacer las propias” (p. 23). Por ello es que el concepto de desarrollo 
sostenible debe considerarse como una herramienta eficaz para por un lado asumir 
los desafíos ambientales a nivel global a fin de alcanzar el desarrollo económico y 
por otro lado asegurar “el mantenimiento, mejora y expansión de la base natural 
sobre la que se asienta la producción económica y la reproducción social” (Santa 
María, 2000, p. 9); debiendo además advertir que el desarrollo sostenible no puede 
considerarse como un estado inerte sino como un estado dinámico en constante 
cambio toda vez que las variables que lo influyen directamente y de manera 
significativa, tales como el crecimiento poblacional o del desarrollo tecnológico, 
son también dinámicos y no estáticos; siendo por ello el desarrollo sustentable un 
concepto de construcción dinámica e histórica.      
 
2. El medio ambiente 
Cuando hablamos de medio ambiente es común pensar que el mismo está formado 
por todo aquello que nos rodea y en especial por la flora y la fauna silvestre en 
estado natural o con una mínima intervención humana. Sin embargo debemos 
advertir que definir al medio ambiente o ambiente “no es una tarea fácil. Ello no 
sólo por la ambigüedad del término, sino también por la pluralidad de significados 
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que los diferentes autores le otorgan” (Vera, 2011, p. 48). Así como señala Rosatti 
(2007) 
No existe una definición única de “medio ambiente”. En su razón sajona la 
expresión enviroment (neologismo del verbo francés environner) podría 
traducirse casi literalmente como “lo que rodea” o “lo que circunda”; de ahí 
que algunos autores prefieran hablar de “entorno” antes que de “ambiente” 
(p. 13).   
 
Sin embargo si bien la representación del medio ambiente “como aquello que nos 
rodea” es correcta empero resulta insuficiente para definir el medio ambiente pues 
el mismo tiene una base esencialmente ecológica al ser precisamente esta ciencia 
formal la que se encarga del estudio del mismo. Así desde la ciencia de la ecología 
podemos definir al medio ambiente o ambiente como al “conjunto de elementos 
físicos, químicos, biológicos y de factores sociales capaces de causar efectos 
directos e indirectos a corto o largo plazo sobre los seres vivos y las actividades 
humanas” (Osuna, Marroquín y García, 2009, p.11).  
 
Por otro lado desde la dogmática jurídica ambiental Safi (2012) define al medio 
ambiente o ambiente afirmando que: 
 
En sentido técnico con la palabra “ambiente” o “medio ambiente” se hace 
alusión a una construcción conceptual, a un término único que en lo 
empírico engloba a un conjunto de factores externos a las personas, de 
diversa índole (materiales, inmateriales, naturales, culturales, etc.), que 
componen su entorno, y que permiten satisfacer las necesidades 
existenciales individuales y colectivas (p. 30).      
 
De manera más concreta Andaluz (2009) define al medio ambiente o ambiente 
como: 
El ambiente es el conjunto de elementos sociales, económicos, culturales, 
bióticos o abióticos que interactúan en un espacio y tiempo determinado; lo 
cual podría graficarse como la sumatoria de la Naturaleza y las 




Por su parte desde la doctrina jurisprudencial desarrollada por nuestro Tribunal 
Constitucional en el conocido “Caso Pantanos de Villa” (Exp. N° 0018-2001-
AI/TC, F 6) se define al medio ambiente como: 
 
6.  (…) 
El ambiente se entiende como un sistema; es decir como un conjunto de 
elementos que  interactúan  entre sí. Por  ende, implica  el compendio de 
elementos naturales –vivientes o inanimados– sociales y culturales 
existentes en un lugar y tiempo determinados, que influyen en la vida 
material y psicológica de los  seres humanos. Por dicha razón, es objeto 
de protección jurídica y forma parte del  bagaje de la tutela de los 
derechos humanos. 
  
El ambiente es concebido como el medio en el cual se encuentran 
contenidos todos los factores que hacen posible la existencia humana y la 
de los demás seres  vivos. Por consiguiente, alude a todas las condiciones 
e influencias del mundo exterior que rodean a los seres vivientes y que 




A nuestro modo de ver, el ambiente entendido sistemáticamente como el 
conjunto de fenómenos naturales en que existen y se desarrollan los 
organismos humanos, encuentra en el comportamiento humano una 
forma de acción y de creación que condiciona el presente y el futuro de 
la comunidad humana. Nuestra Constitución apunta a que la persona 
pueda disfrutar de un entorno en simétrica producción, proporción y 
armonía acondicionada al correcto desarrollo de la existencia y 
convivencia. (Exp. N° 0018-2001-AI/TC, Fundamento 6) 
 
De ello advertimos que para nuestro Tribunal Constitucional el ambiente es un 
sistema y por ende ostenta un carácter dinámico y no estático en donde interactúan 
tanto los factores bióticos y abióticos así como elementos sociales y culturales 
inherentes al ser humano, posibilitando así la vida humana. Una mayor reflexión de 
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esta definición de medio ambiente nos lleva a pensar al mismo como bien jurídico 
protegido que se adecua mejor a la definición de ecosistema que se define como “el 
conjunto de relaciones e interacciones que pueden establecerse entre un organismo 
de una especie con otros seres vivos y con los factores abióticos que se encuentran 
en el entorno físico que comparten.” (Gonzáles & Cardona, 2016, p. 35). Ergo 
desde una perspectiva dinámica del medio ambiente como bien jurídico podemos 
definirlo como “un conjunto de relaciones y no de elementos, el cual comprende y 
no solo envuelve al hombre, abarcando los elementos naturales y culturales o 
artificiales por igual: seres humanos, entorno, componentes bióticos, abióticos y 
culturales” (Nogueira, 2009, p. 469) 
 
3. Contenido constitucionalmente protegido 
Asimismo nuestro Tribunal Constitucional, supremo intérprete de la Constitución y 
defensor de los Derechos Humanos, ha precisado el contenido constitucionalmente 
protegido o contenido esencial de este derecho a gozar de un ambiente equilibrado 
y adecuado para el desarrollo de la vida previsto en el art. 2 inciso 22 de la 
Constitución. Así en el Expediente N° 0048-2004-PI/TC, Fundamento 17 (Caso 
Regalías Mineras) ha establecido al respecto que: 
 
El contenido del derecho fundamental a un medio ambiente equilibrado y 
adecuado para el desarrollo de la persona está determinado por los 
siguientes elementos, a saber: 1) el derecho a gozar de ese medio ambiente y 
2) el derecho a que ese medio ambiente se preserve. 
 
En su primera manifestación, esto es, el derecho a gozar de un medio 
ambiente equilibrado y adecuado, dicho derecho comporta la facultad de las 
personas de poder disfrutar de un medio ambiente en el que sus elementos 
se desarrollan e interrelacionan de manera natural y armónica; y, en el caso 
en que el hombre intervenga, no debe suponer una alteración sustantiva de 
la interrelación que existe entre los elementos del medio ambiente. Esto 
supone, por tanto, el disfrute no de cualquier entorno, sino únicamente del 
adecuado para el desarrollo de la persona y de su dignidad (artículo 1 de la 
Constitución). De lo contrario, su goce se vería frustrado y el derecho 
quedaría, así, carente de contenido. 
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Pero también el derecho en análisis se concretiza en el derecho a que el 
medio ambiente se preserve. El derecho a la preservación de un medio 
ambiente sano y equilibrado entraña obligaciones ineludibles, para los 
poderes públicos, de mantener los bienes ambientales en las condiciones 
adecuadas para su disfrute. A juicio de este Tribunal, tal obligación alcanza 
también a los particulares, y con mayor razón a aquellos cuyas actividades 
económicas inciden, directa o indirectamente, en el medio ambiente. 
(Expediente N° 0048-2004-PI/TC, Fundamento 17) 
 
De ello verificamos que para nuestro Tribunal Constitucional el contenido 
constitucionalmente protegido a gozar de un derecho equilibrado y adecuado para 
el desarrollo de la vida está constituido por dos componentes a saber. Primero por 
el derecho a gozar de ese medio ambiente por parte de las personas naturales frente 
a los poderes públicos y privados, constituyéndose en un evidente derecho subjetivo 
de cada persona en particular así como de la sociedad en su conjunto; ello más aún 
si se considera tal como señala Safi (2012) que “la vinculación que ese derecho 
tiene con las prerrogativas fundamentales del hombre a la vida, a la salud, a la 
integridad, etc., todo lo cual permitiría hablar de un derecho subjetivo del individuo 
al ambiente, de un derecho subjetivo ambiental” (p. 61).  Segundo por el derecho a 
que ese medio ambiente se preserve, exigencia que constituye una obligación 
expresa a cargo del Estado el cual “entre otras misiones que ejerce, tiene el deber de 
resguardar la salud y el bienestar de sus habitantes, todo dentro de la formulación 
más amplia de calidad de vida. Evidentemente, allí se incluye a la protección del 
medio ambiente” (Castellano, 2014, p. 64); ello precisamente porque le 
corresponde al Estado velar por el bienestar general de sus ciudadanos pues el 
mismo ostenta “«obligaciones de orden positivo» en virtud de las cuales se puede 
defender y proteger el «mínimo de condiciones ambientales», o bien que permita 
equilibrar las fuerzas del mercado, con la capacidad de la naturaleza de proveer los 
mínimos existenciales” (Briceño, 2017, p. 283). De no respetarse este margen 
mínimo se dejaría sin sustancia o contenido a dicho derecho constitucional de 
tercera generación. Además debe considerarse que constituye impronta evidente de 
este derecho constitucional la condición que el mismo “va a entrar en directa y 
potencial confrontación con los derechos más emblemáticos del sistema económico 
constitucionalizado” (Ruiz-Rico, 2000, p. 143); ello se aprecia fácilmente por 
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ejemplo en la sentencia expedida en el Caso importación de vehículos usados (Exp. 
N° 3610-2008-PA/TC) donde el TC señala que el derecho a la libertad de 
contratación y el derecho al trabajo no pueden privilegiarse sobre el derecho a un 
medio ambiente sano y equilibrado que es parte del bien común. Es por ello que el 
derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida 
en este primer y segundo componente esencial también es oponible y exigible a los 
poderes privados que realicen actividades que ponen en riesgo o dañan este derecho 
constitucional.    
 
Definido ello debemos precisar además que este derecho constitucional a gozar de 
un ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida exige que este 
ambiente deseado no sea cualquiera ambiente sino sólo aquél que sea apropiado 
para el desarrollo de la personalidad del ser humano. Así Mosset, Hutchinson y 
Donna (2011) al comentar el art. 411 de la Constitución de la Nación Argentina de 
1994 señalan al respecto que: 
 
No cualquier ambiente es el apropiado para el desarrollo de la vida humana, 
se habla de un ambiente en “condiciones aceptables de vida”, lo cual 
significa no sólo situaciones favorables para la conservación de la salud 
física y mental -ambiente sano (art. 41, Const. Nac.)- sino también para el 
mantenimiento de “cualidades emocionales y estéticas del entorno que rodea 
al hombre”. Un ambiente limpio, puro, sin polución o contaminación es 
apropiado para una vida sana. 
 
El equilibrio -“ambiente equilibrado” (art. 41, Const. Nac.)- puede referir 
tanto a la relación armoniosa entre los elementos ambientales –equilibrio de 
la flora y de la fauna- como a la interrelación “ambiente-desarrollo”, íntima 
e inseparable. Falta el equilibrio cuando la preservación absoluta obsta al 
                                                 
1 Art. 41.- Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo 
humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las 
generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo. El daño ambiental generará prioritariamente la 
obligación de recomponer, según lo establezca la ley.  
Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la utilización racional de los recursos naturales, a 
la preservación del patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica, y a la información y educación 
ambientales.  
Corresponde a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, y a las 
provincias, las necesarias para complementarlas, sin que aquellas alteren las jurisdicciones locales.  
Se prohíbe el ingreso al territorio nacional de residuos actual o potencialmente peligrosos, y de los radiactivos. 
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crecimiento de los pueblos, como acontece con las vacas sagradas de la 
India. Pero también falla cuando una preocupación obsesiva e irracional 
conlleva la destrucción del medio, la transformación del suelo en un páramo 
(p. 39 y 40).            
 
De ello podemos colegir que la exigencia de un ambiente equilibrado y adecuado 
para la vida tiene íntima relación con la calidad de vida de las personas en tanto que 
el disfrute de este medio ambiente debe permitir el desarrollo de la persona y su 
dignidad lo que únicamente puede lograrse alcanzado un determinado nivel o 
estado de calidad de vida. Así lo tiene señalado –aunque de manera indirecta- el 
Tribunal Constitucional en el Exp. N° 03816-2009-PA/TC, Fundamento 10, 
segundo párrafo (Caso importación de vehículos usados) donde señala que: 
 
10.- (…) 
Y es que la protección del medio ambiente involucra aspectos relacionados 
con el  manejo, uso, aprovechamiento y conservación de los recursos 
naturales, el equilibrio de los ecosistemas, la protección de la diversidad 
biológica, la conservación de las áreas de especial importancia ecológica, el 
desarrollo sostenible y la calidad de vida del hombre en condiciones dignas. 
(Exp. N° 03816-2009-PA/TC, F. 10, segundo párrafo) 
 
Vinculación con la calidad de vida humana y el derecho constitucional de marras 
que el Tribunal Constitucional ha ratificado en la sentencia Exp. N° 02775-2015-
PA/TC, Fundamento 9. Sin embargo debe advertirse que existe un voto singular del 
miembro del Tribunal Constitucional Gonzáles Ojeda expedido en el Exp. Nº 3510-
2003-AA/TC, Fundamento 2, donde indicó que la calidad de vida también tenía 
relación directa con el derecho a la salud de las personas al ser precisamente la 
calidad de vida uno de los efectos generados por la protección de este derecho; de 
la forma siguiente:    
 
2.- (…)  
En ese sentido, lo que haga el Estado y lo que comprenda la sociedad en 
torno a la necesidad de proteger la salud integral y el medio ambiente 
redundará  en provecho del ser humano y en el repertorio de sus atributos. 
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Lo que es más importante, se proyectará a favor de su calidad de vida y del 
modo como se la concibe. Allí donde, por el contrario, no se fomenten ni 
establezcan condiciones en pro de la salud y del entorno ambiental, los 
derechos quedarán condenados a una simple presencia coyuntural, a todas 
luces, incompatible con la idea de preservación a la que, prima facie, apunta 
el ordenamiento. 
 
En otro caso nuestro Tribunal Constitucional en forma directa ha contemplado que 
la calidad de vida de las personas es un fin buscado también mediante la protección 
del contenido constitucionalmente protegido del derecho a la salud. Así en el Exp. 
N° 2945-2003-AA/TC, Fundamento 28 ha establecido que el contenido 
constitucionalmente protegido del derecho a la salud está constituido por: 
 
28.-  (…) 
El derecho a la salud comprende la facultad que tiene todo ser humano de 
mantener la normalidad orgánica funcional, tanto física como mental, y de 
restablecerse cuando se presente una perturbación en la estabilidad orgánica 
y funcional de su ser, lo que implica, por tanto, una acción de conservación 
y otra de restablecimiento; acciones que el Estado debe proteger tratando de 
que todas las personas, cada día, tengan una mejor calidad de vida, para lo 
cual debe invertir en la modernización y fortalecimiento de todas las 
instituciones encargadas de la prestación del servicio de salud, debiendo 
adoptar políticas, planes y programas en ese sentido.  
 
De toda esta doctrina jurisprudencial del TC podemos colegir de manera preliminar 
que la calidad de vida de las personas no es un derecho expresamente reconocido en 
nuestra Constitución sin embargo si puede calificarse como un bien jurídico 
constitucional cuyo alcance y mejora se logra de manera indirecta a través de la 
delimitación y protección del contenido constitucionalmente protegido del derecho 
a la salud y así como del derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado 
para el desarrollo de la vida. Pudiendo además afirmar que este bien jurídico 
constitucional calidad de vida se encuentra instrumentalizado cuando menos por 
éstos dos derechos fundamentales que le dan forma y límites al mismo. Resulta 
conveniente en este punto recordar que nuestro TC en el Exp. N° 5994-2005-
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HC/TC, Fundamento 16, ha precisado con relación a los bienes constitucionales 
que: 
Naturalmente no es que los derechos se encuentren por debajo de los bienes 
jurídicos y ni si quiera a un mismo nivel o jerarquía, sino que, ante la 
existencia de ambas categorías en el ordenamiento, se hace imperioso 
integrar roles en función a los grandes valores y principios proclamados 
desde la Constitución. En ese gran reto ponderativo el juez constitucional 
ocupa un papel gravitante.     
 
Finalmente debe precisarse que a nivel de la normatividad ambiental de carácter 
internacional se advierte que existen las bases suficientes para considerar que la 
calidad de vida de las personas es parte de este derecho constitucional a gozar de un 
derecho equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida. Así conforme a la 
Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo celebrada del 03 al 14 
de junio de año 1992 en Río de Janeiro - Brasil se dispone en su “Principio 1: Los 
seres humanos constituyen el centro de las preocupaciones relacionadas con el 
desarrollo sostenible. Tienen derecho a una vida saludable y productiva en armonía 
con la naturaleza.” En este mismo sentido la Declaración de Estocolmo sobre el 
Medio Ambiente Humano adoptada el 16 de junio de 1972 en su dispone que 
“Principio 1. El hombre tiene el derecho fundamental a la libertad, la igualdad y el 
disfrute de condiciones de vida adecuadas en un medio ambiente de calidad tal que 
le permita llevar una vida digna y gozar de bienestar, y tiene la solemne obligación 
de proteger y mejorar el medio ambiente para las generaciones presentes y futuras. 
A este respecto, las políticas que promueven o perpetúan el apartheid, la 
segregación racial, la discriminación, la opresión colonial y otras formas de 
opresión y de dominación extranjera quedan condenadas y deben eliminarse.” 
Como estos instrumentos jurídicos internacionales no tienen vinculación jurídica es 
que nuestro Estado adopta y suscribe mediante D.Ley N° 22129 de 28 de marzo de 
1978 el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales que en 
su art. 12 literal “b” dispone que: 
 
1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 
persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental.  
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2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el Pacto a fin 
de asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias 
para:  
(…) 
b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y del 
medio ambiente;  
 
De toda esta normatividad de carácter internacional y nacional se evidencia que la 
calidad de vida de las personas se logrará mediante la protección del medio 
ambiente existiendo así entre ambos conceptos una relación directamente 
proporcional. Así desde una visión antropocéntrica del Derecho Ambiental podría 
decirse que los derechos colectivos como el medio ambiente lo que hacen es 
complementar a los derechos individuales y brindar una tutela a aquellos lo cual 
“redundará, a la postre, en beneficio de la calidad de vida de los seres humanos” 
(Górriz, 2015, p. 41). Finalmente conviene citar la definición de calidad de vida 
dado por Grupo de la OMS (1995) que define a la misma como: 
 
Se definió la calidad de vida en función de la manera en que el individuo 
percibe el lugar que ocupa en el entorno cultural y en el sistema de valores 
en que vive, así como en relación con sus objetivos, expectativas, criterios y 
preocupaciones. Todo ello matizado, por supuesto, por su salud física, su 
estado psicológico, su grado de independencia, sus relaciones sociales, los 
factores ambientales y sus creencias personales. 
 
Esta definición de la OMS sobre calidad de vida hace notar la relación directa que 
tiene el medio ambiente con la calidad de vida de las personas; lo cual merece y 
debe ser abordado y analizado en otro estudio y escenario.   
 
4. Características 
Como lo tenemos indicado y resulta evidente el Derecho Ambiental es una 
disciplina jurídica nueva que podemos calificarla como contemporánea debido a su 
reciente aparición e interés que no va más allá de los cincuenta años atrás. Si bien 
en la actualidad existe aún una pugna en la dogmática jurídica para reconocerle 
autonomía y nombre propio a esta rama del derecho sin embargo podemos 
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identificar claras características de este derecho que precisamente lo dotan de 
individualidad respecto de los otros saberes jurídicos; a saber: 
 
4.1 Carácter público: Pues el Derecho Ambiental es manifestación del poder 
de la administración pública para lograr sus finalidades estableciendo para 
ello mecanismos normativos de control o seguimiento así como de sanción e 
incentivos. En este sentido tenemos el art. 7 de la Ley N° 28611 Ley 
General de Ambiente que establece en forma expresa que las normas 
ambientales son normas de orden público; esto es, normas de cumplimiento 
obligatorio. Así las normas ambientales “son de carácter imperativo y son 
concebidas para el provecho común (…), en tal sentido estas normas no 
admiten elusión por acuerdos entre particulares, ni entre éstos y el Estado” 
(Lamadrid, 2011, p. 105) 
  
4.2 Carácter multidisciplinario: Ello debido a que precisamente por el ámbito 
regulatorio y finalidad buscada por el Derecho Ambiental es que el mismo 
se presenta multidisciplinario en dos ámbitos o aspectos, uno externo y el 
otro interno. El primero debido a que el Derecho Ambiental tiene que 
valerse de otras ciencias exactas o formales tales como por ejemplo la 
química, biología, ingeniería así como de las ciencias sociales tales como la 
economía o la sociología; ello a fin de poder lograr sus finalidades y una 
adecuada regulación del mismo. El segundo debido a que el Derecho 
Ambiental dentro de la misma ciencia jurídica del Derecho presenta 
vínculos con otras ramas del Derecho tales como el Derecho Civil, Derecho 
Penal o el Derecho Constitucional. Así tal como señala Sánchez-Meza 
(2015): 
 
El Derecho Ambiental, lejos de presentarse como un compartimiento 
estanco, manifiesta fuertes vínculos con otros sectores de aquél, 
dotados de una indudable incidencia en el plano ambiental 
(Urbanismo, Ordenación del Territorio, agricultura, Turismo, 




4.3 Carácter universal: El Derecho Ambiental al ser una preocupación global 
busca soluciones también globales al problema ambiental debido a que las 
causas y efectos de los problemas ambientales desbordan los Estados, sus 
fronteras y sus regulaciones normativas estatales; he ahí su vocación o 
carácter universal. Además de ello el Derecho Ambiental manifiesta 
también este carácter universal debido a que al valerse de las ciencias 
formales o exactas tenderá a regulaciones generalizadas tal como lo señala 
De Los Ríos (2008): 
 
Las normas ambientales tienden a su universalidad debido a esa 
característica, toda vez que el comportamiento de las ciencias 
naturales y de la tecnología será invariable, independientemente de 
las fronteras políticas o del régimen jurídico; al tratarlas legalmente, 
las consecuencias jurídicas deben ser más o menos similares en 
cualquier ordenamiento, por supuesto, salvando las particularidades 
regionales y culturales, que constituirían el detalle, la filigrana, de las 
normas (p. 10). 
 
4.4 Carácter preventivo o precautorio: El Derecho Ambiental antes de buscar 
sanciones de cualquier naturaleza jurídica lo que busca evitar el peligro o el 
daño ambiental, es por esa razón que es un derecho que busca la prevención 
o la precaución (ante la incertidumbre científica) antes que la sanción 
debido a que “los daños producidos al ambiente por actividades humanas 
pueden ser muchas veces graves e inclusive irreversibles” (Lamadrid, 2011, 
p. 104). Así el carácter preventivo se hace evidente en “las medidas de 
control, en la planificación y en herramientas, como el estudio de impacto 
ambiental, consagradas como elementos fundamentales de la acción 
ambiental” (De Los Ríos, 2008, p. 9). 
 
4.5 Carácter constitucional: No cabe duda alguna que existe de manera 
generalizada una constitucionalización del Derecho Ambiental que al ser 
incorporado dicho derecho en las Constituciones de cada Estado; generando 
a partir de ello garantías y vínculos jurídicos con los poderes públicos y los 
poderes privados. Sin embargo cabe resaltar que “lo relevante no es tanto la 
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calificación del derecho como su efectividad, y esta depende de las 
prestaciones que posibiliten su ejercicio” (Mosset, Hutchinson y Donna, 
2011, p. 450)        
 
5. Fases o aspectos  
Asimismo nuestro TC en el Expediente N° 0964-2002-AA/TC, Fundamento 10 
(Caso Antenas Nextel del Perú S.A) ha establecido que este derecho a gozar de un 
ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida implica a su vez la 
existencia de dos fases o aspectos: una reaccional y otra prestacional, a saber: 
 
10. Tal derecho al ambiente equilibrado y adecuado participa tanto de las 
propiedades de los derechos reaccionales como de los derechos 
prestacionales. En su faz reaccional, éste se traduce en la obligación del 
Estado de abstenerse de realizar cualquier tipo de actos que afecten el medio 
ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida humana.  
 
En su dimensión prestacional, impone al Estado tareas u obligaciones 
destinadas a conservar el ambiente equilibrado, las cuales se traducen, a su 
vez, en un haz de posibilidades, entre las cuales cabe mencionar la de 
expedir disposiciones legislativas destinadas a que desde diversos sectores 
se promueva la conservación del ambiente. Desde luego, no sólo supone 
tareas de conservación, sino también de prevención que se afecte a ese 
ambiente equilibrado. El Tribunal considera que, por la propia naturaleza 
del derecho, dentro de las tareas de prestación que el Estado está llamado a 
desarrollar, especial relevancia tiene la tarea de prevención y, desde luego, 
la realización de acciones destinadas a ese fin. Y es que si el Estado no 
puede garantizar a los seres humanos que su existencia se desarrolle en un 
medio ambiente sano, éstos sí pueden exigir del Estado que adopte todas las 
medidas necesarias de prevención que lo hagan posible. En ese sentido, este 
Tribunal estima que la protección del medio ambiente sano y adecuado no 
sólo es una cuestión de reparación frente a daños ocasionados, sino, y de 
manera especialmente relevante, de prevención de que ellos sucedan. 




Entonces desde esta perspectiva dual establecida por el TC respecto de las fases del 
derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida 
se tiene que este derecho constitucional además de tener un contenido esencial o 
contenido constitucionalmente protegido señalado supra también contiene dos 
dimensiones o fases unidas a estos contenidos: 1) una dimensión reaccional que 
permite a los particulares exigir a los poderes públicos y también –adicionamos- a 
los poderes privados se abstengan de realizar cualquier acción u omisión que dañe o 
puede dañar al medio ambiente o sus componentes; y 2) una dimensión 
prestacional que permite exigir al Estado cumpla con adoptar las medidas idóneas 
con el fin de preservar el medio ambiente y sus componentes así como con adoptar 
las medidas preventivas con el fin de evitar la puesta en peligro o el daño efectivo 
en el ambiente o algunos de sus componentes.    
 
Finalmente conviene precisar que el Tribunal Constitucional en el Exp. N° 3610-
2008-AA/TC, Fundamento 33 ha construido jurisprudencialmente la categoría de la 
“Constitución Ecológica” la misma que se encuentra definida por “el conjunto de 
disposiciones fundamentales previstas en nuestra Constitución Política, referidas a 
las relaciones entre el individuo, la sociedad y el medio ambiente” (Lamadrid, 
2011, p. 87); tal categoría jurídica fundamental da cuenta de la importancia que este 
derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado para la vida tiene en 
nuestra ordenamiento constitucional.        
  
6. Protección jurídica 
Al ser el derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo 
de la vida una disposición constitucional expresa contenida en nuestra Constitución 
es que nace de manera directa en el legislador el deber de establecer los 
mecanismos de protección del mismo más aún si como señala el profesor Lorenzetti 
(2011) “la naturaleza, como totalidad, y no sólo sus partes, es lo que ahora aparece 
como escaso” (p. 3). Así dentro de nuestro sistema jurídico el legislador por 
mandato constitucional se encuentra en la obligación de establecer las vías 
procedimentales idóneas a seguir ante una afectación o puesta en peligro de este 
derecho constitucional. Por ello es que debe de establecerse dentro de nuestro 
derecho interno una normatividad mínima a fin de cautelar tal derecho 
constitucional que se encuentra recogido en el art. 2 inciso 22 de la Constitución, lo 
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contrario convertiría a esta disposición normativa constitucional en una mera 
declaración ideal o sin practicidad ni efectividad o utilidad alguna.  
 
En nuestro ordenamiento jurídico sustantivo y procesal tenemos instrumentos 
normativos que protegen este derecho constitucional así como también vías 
procesales para solicitar tutela o protección del mismo. Así tenemos: a) la vía 
administrativa a través de la queja administrativa ambiental; b) la vía constitucional 
por la vía típica del amparo ambiental; c) la vía civil a través del interdicto de 
retener; y d) la vía penal a través de las denuncias penales por la comisión de 
delitos ambientales. Además es de notar que esta posibilidad múltiple de proteger el 
derecho de marras da cuenta del carácter multidisciplinario del mismo y es por ello 
que Esteve (2017) justificadamente señala que “en la actualidad el Derecho del 
Medio Ambiente presenta una fisionomía marcada por la interdisciplinariedad más 
absoluta. Las principales disciplinas jurídicas están en él representadas” (p. 32). 
 
6.1 La vía administrativa: La queja administrativa ambiental 
Conforme a nuestro ordenamiento jurídico cualquier persona ostenta la 
legitimidad procesal a fin de poder formular válidamente denuncias o quejas 
por infracciones administrativas de carácter ambiental. En este sentido 
tenemos como marco legal general para dicho fin el D.S N° 004-2019-JUS 
T.U.O de la Ley N° 27444 Ley del Procedimiento Administrativo General 
donde se regula la actuación de la administración pública de manera 
general. En este sentido conforme al art. III del referido D.S N° 004-2019-
JUS se dispone que: 
 
Art. III.- Finalidad  
La presente Ley tiene por finalidad establecer el régimen jurídico 
aplicable para que la actuación de la Administración Pública sirva a 
la protección del interés general, garantizando los derechos e 
intereses de los administrados y con sujeción al ordenamiento 
constitucional y jurídico en general. (Art. II) 
 
Entonces si alguna persona natural o jurídica, pública o privada, infringe la 
normatividad ambiental bien puede recurrir a la queja administrativa a fin 
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que el agresor ambiental se adecue a la normatividad ambiental sea cesando 
en la agresión o sea absteniéndose de realizar la misma. Ello nos lleva a la 
inicial conclusión que por medio del derecho administrativo es que se logra 
el cumplimiento de la normatividad ambiental estatal mediante la aplicación 
del ius imperium por parte del Estado quien establece instituciones, procesos 
y normatividad para dicho cumplimiento. Así el Derecho Ambiental toma 
las normas del derecho administrativo para lograr sus finalidades y tanta es 
la relación entre estas dos ramas jurídicas que se ha llegado a afirmar que 
“cabe reconocer que el Derecho ambiental forma parte del Derecho 
administrativo, lo mismo que el Derecho de la competencia, el Derecho del 
consumidor, el Derecho Minero, el Derecho de las telecomunicaciones, el 
Derecho Tributario, etc” (Gómez, 2014, p. 10). 
 
Asimismo debe anotarse que conforme al art. 116 inciso 116.1 del referido 
D.S N° 004-2019-JUS T.U.O de la Ley N° 27444 Ley del Procedimiento 
Administrativo General se dispone que: 
 
Art. 116.- Derecho a formular denuncias 
116.1 Todo administrado está facultado para comunicar a la 
autoridad competente aquellos hechos que conociera contrarios al 
ordenamiento, sin necesidad de sustentar la afectación inmediata de 
algún derecho o interés legítimo, ni que por esta actuación sea 
considerado sujeto del procedimiento. (Art. 116 inciso 116.1) 
 
Entonces se advierte que cualquier ciudadano tiene el derecho a formular 
denuncia o queja administrativa ante la infracción de la normatividad 
ambiental sin necesidad que para ello tenga la calidad de afectado de dicha 
infracción o algún otro interés legítimo que deba previamente probarlo ante 
la autoridad administrativa competente. Definitivamente esta 
despersonalización individual de la legitimidad procesal administrativa en 
materia ambiental constituye una herramienta de alta útil en la protección 
del derecho constitucional a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado 




Asimismo debe advertirse que mediante la Ley N° 28611 publicada el 15 de 
octubre de 2005 es que se aprueba la Ley General del Ambiente la misma 
que nació con una vocación ordenadora y unificadora de las políticas y 
gestión ambiental a nivel nacional. Así en esta ley general se establece 
también un sistema normativo regulatorio general del derecho a gozar de un 
ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida así como se 
definen las obligaciones generales para una efectiva gestión en materia 
ambiental con el objetivo de mejorar la calidad de vida de las personas y 
alcanzar el desarrollo sostenible. Además debe indicarse que en el art. 43, 
inciso 43.1 de esta Ley N° 28611 en orden a la protección administrativa del 
derecho constitucional en análisis dispone que: 
 
Art. 43.- De la información sobre denuncias presentadas 
43.1 Toda persona tiene derecho a conocer el estado de las denuncias 
que presente ante cualquier entidad pública respecto de infracciones 
a la normatividad ambiental, sanciones y reparaciones ambientales, 
riesgos o daños al ambiente y sus demás componentes, en especial 
aquellos vinculados a daños o riesgos a la salud de personas. (Art. 
143 inciso 143.1) 
 
Entonces conforme a la mencionada Ley N° 28611 Ley General del 
Ambiente se desarrolla y refuerza este derecho a la denuncia en materia 
ambiental de carácter administrativo estableciendo incluso la obligación de 
la autoridad administrativa de informar al administrado respecto del estado 
de la denuncia que hubiera interpuesto debido a la infracción de la 
normatividad ambiental.   
 
Además conviene recordar que en el año 2008 nuestro Estado mediante el 
D.L N° 1013 crea el Ministerio del Ambiente (MINAM), siendo Presidente 
del Perú Alan García Pérez, asignándose a dicho ministerio la calidad de 
ente rector del sistema ambiental en nuestro país, teniendo como principales 
funciones diseñar, establecer, ejecutar y supervisar la política ambiental en 
nuestro país. Asimismo debe precisarse que al momento de crearse el 
MINAM también se crea el Organismo de Evaluación y Fiscalización 
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Ambiental (OEFA) mediante la Segunda Disposición Complementaria Final 
del referido D.L N° 1013 sin embargo por razones presupuestarias y falta de 
decisión política el OEFA entra en funciones recién en el año 2010. Así al 
OEFA podemos definirlo como un organismo público, técnico y 
especializado que tiene la rectoría de uno de los sistemas funcionales del 
Estado denominado Sistema Nacional de Evaluación y Fiscalización 
Ambiental (SINEFA), ostentando por ello funciones eminentemente 
fiscalizadoras; siendo por ello el órgano rector a nivel nacional del sistema 
de fiscalización ambiental cuya función resulta gravitante en orden a 
prevenir los peligros y daños ambientales causados en especial por 
actividades económicas. Así para Gómez (2013) la acción fiscalizadora del 
OEFA:  
 
Busca un equilibrio que permita armonizar la libre iniciativa privada 
y la libertad de empresa con la protección ambiental, el derecho de 
desarrollar actividades económicas con el derecho a vivir en un 
ambiente sano, la promoción de la inversión privada con la 
protección de los ecosistemas, y que este equilibrio, esta armonía, 
nos lleve a todos hacia el desarrollo sostenible (p. 15).  
 
Además de la rectoría fiscalizadora que ostenta el OEFA tiene además 
funciones específicas tales como: a) función evaluadora ambiental; b) 
función de supervisión directa; c) función de fiscalización y sanción; d) 
función de aplicación de incentivos a fin de promover los 
sobrecumplimientos ambientales. Además en este extremo conviene 
precisar que OEFA tiene dentro de sus competencias fiscalizadoras a los 
sectores de la mediana y gran minería, sector energía (hidrocarburos y 
electricidad), pesquería (procesamiento y acuicultura a mayor escala) y la 
industria manufacturera (cerveza, papel, cemento, curtimbres, etc). 
Adicionado al ello debe indicarse que mediante Resolución de Consejo 
Ejecutivo N° 012-2012-OEFA/CD de fecha 07 de diciembre de 2012 se 
aprueba el Nuevo Reglamento del Procedimiento Administrativo 
Sancionador del OEFA cuyo objeto es regular el procedimiento 
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administrativo sancionador aplicable a la competencia de fiscalización 
ambiental del OEFA.  
 
Entonces con todo lo dicho podemos afirmar sin duda alguna que dentro del 
SINEFA tenemos al MINAM (ente rector del sector ambiental) y al OEFA 
(ente rector del SINEFA), precisándose además que la función de 
fiscalización ambiental también le esta otorgada a otras entidades públicas 
de fiscalización ambiental ubicadas en los tres niveles de gobiernos que se 
han venido a denominar “EFAs” debido a las primera letras de su 
designación. Además estas EFAs también ejercen funciones de fiscalización 
a nivel nacional, regional y local (v.gr: DICAPI, Gobiernos Regionales y 
Municipalidades) conforme a su organización y funciones previstas en sus 
respectivas leyes orgánicas y/o instrumentos de gestión administrativa: 
Manual de organización y funciones (MOF) y su Reglamento de 
organización y funciones (ROF). Asimismo a dichas EFAs, en cuanto a sus 
actividades fiscalizadoras, también les resultan aplicables las normatividad 
establecida en el referido D.S N° 004-2019-JUS T.U.O de la Ley N° 27444 
Ley del Procedimiento Administrativo General.  
 
6.2 La vía constitucional: El amparo ambiental  
El art. 2 inciso 22 de la Constitución reconoce el derecho de toda persona a 
gozar de un ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida, 
constituyéndose por ello como un derecho que merece ser tutelado y para 
ello es necesario contar con un mecanismo procesal que garantice esta 
tutela. En este sentido tenemos que el art. 37 inciso 23 del Código procesal 
constitucional (C.P.Const) que dispone que “El amparo procede en defensa 
de los siguientes derechos: (…) 23) De gozar de un ambiente equilibrado y 
adecuado al desarrollo de la vida;” (Art. 37 inciso 23). Entonces resulta que 
el amparo es la vía procesal constitucional típica para la protección de este 
derecho también de naturaleza constitucional. 
 
Dicho esto conviene hacer algunas precisiones respecto del amparo 
ambiental. Así para la procedencia de un proceso constitucional de amparo 
en materia ambiental debe contarse como un presupuesto necesario cual es 
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la existencia de una violación o una amenaza, que debe ser cierta e 
inminente, respecto del derecho a gozar de un ambiente equilibrado y 
adecuado para el desarrollo de la vida, ya sea por acción o ya sea por 
omisión de actos de cumplimiento obligatorio por parte de cualquier 
persona, pública o privada, física o jurídica; esto conforme se desprende del 
art. 2 del C.P.Const.  
 
Asimismo otro aspecto importante a considerar en el proceso de amparo 
ambiental es la legitimidad procesal para activar el mismo. Al respecto debe 
indicarse que: 
 
El bien “naturaleza” o entorno ambiental es un bien indivisible y, por 
tal, es un bien común en el que se define una comunión basada en la 
satisfacción de todos. La lesión de este bien no es una lesión a un 
sólo individuo sino que se constituye como una lesión a la 
colectividad toda (Cóndor, 2012, p. 139).  
 
Por ello el medio ambiente al ser un bien jurídico de carácter difuso o 
masivo en cuanto a su titularidad es que la legitimidad para solicitar la tutela 
del mismo en la vía constitucional le corresponde en primer orden al 
directamente afectado, quien puede actuar mediante representante procesal. 
Sin embargo esta legitimidad procesal se ve aperturada o amplificada en 
nuestro C.P.Const que en su art. 40 en su párrafo tercero y cuarto dispone 
que: 
Asimismo, puede interponer demanda de amparo cualquier persona 
cuando se trate de amenaza o violación del derecho al medio 
ambiente u otros derechos difusos que gocen de reconocimiento 
constitucional, así como las entidades sin fines de lucro cuyo objeto 
sea la defensa de los referidos derechos.  
 
La Defensoría del Pueblo puede interponer demanda de amparo en 





Además de ello otro aspecto relevante en el proceso de amparo ambiental es 
el plazo que se tiene para activar el mismo. Conforme al art. 44 del C.P. 
Const se advierte que el plazo para interponer un amparo ambiental es de 
sesenta días de ocurrida la afectación al derecho siempre y cuando el 
afectado haya estado en la posibilidad de tener conocimiento del acto lesivo 
y además haya estado en la posibilidad de interponer la demanda de amparo 
ambiental. En caso contrario el plazo se computará desde el momento de la 
remoción de tal impedimento. Estas son las reglas generales que deben ser 
completadas al momento de iniciarse un proceso constitucional de amparo 
en materia ambiental.  
 
Resulta oportuno destacar que los plazos procesales de un proceso 
constitucional de amparo son significativamente breves para su resolución 
respecto a los plazos establecidos en otros procesos previstos en nuestro 
ordenamiento jurídico como el procesal civil por ejemplo. Ello puede 
verificarse del art. 53 del C.P.Const que de manera preliminar señala que 
una vez admitida la demanda el Juez correrá traslado a la parte demandada 
para que la conteste en el plazo de cinco días y con o sin su contestación de 
demanda expedirá sentencia salvo se haya opuesto excepciones o se 
solicitasen informes finales, luego de lo cual se expedirá sentencia. 
Entonces resulta que el amparo es una vía procesal de rápida resolución 
debido precisamente a la naturaleza constitucional de los derechos que se 
pretende tutelar. En este sentido Safi (2012) afirma al respecto que: 
 
El amparo ambiental comparte la finalidad común de propender a la 
tutela del ambiente. La particularidad de esta vía viene dada por el 
hecho de ser la más rápida a través de la cual de la cual se puede 
lograr una tutela preventiva y colectiva de estos derechos, 
circunstancia que brinda características especiales al proceso, y lo 
distingue respecto de otras vías paralelas (p. 83).  
 
Finalmente debe indicarse que en el caso del amparo ambiental “no será 
exigible el agotamiento de las vías previas si por ello la agresión pudiera 
convertirse en irreparable, lo que resulta frecuente tratándose de materias 
75 
 
ambientales” (Andaluz, 2009, p. 662); resultando en estos casos inaplicable 
la causal de improcedencia de los procesos constitucionales prevista en el 
art. 5 inciso 4 del C.P.Const.  
 
6.3 La vía civil: El interdicto de retener 
Dentro de nuestro Código Civil  (C.C) de 1984 se advierte la existencia de 
normas sustantivas que tienen como finalidad la protección del derecho a 
gozar de un ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida 
pero vinculados a otros derechos como lo es la posesión, entendida esta 
como atributo de la propiedad. Ello toda vez que en nuestro Código Civil no 
se advierte normatividad que en forma directa y exclusiva proteja este 
derecho constitucional sub examine.  
 
A fin de identificar cuáles son las normas sustantivas civiles que protegen 
de manera indirecta este derecho constitucional es conveniente definir 
previamente que se entiende por posesión a fin de luego poner de manifiesto 
la relación existente entre este derecho constitucional y este derecho de 
carácter real. Al respecto Cuadros (1994) define a la posesión como “el 
aprovechamiento directo, de hecho, o de derecho, del valor de uso  o 
disfrute de una cosa” (p. 278). De esta definición podemos colegir que uno 
de los elementos de la posesión es aquella vinculación directa y objetiva que 
se tiene sobre la cosa poseída. Por ello con mucha razón Gonzáles (2005) 
señala que “la posesión es el ejercicio de hecho sobre un bien (¡tengo el bien 
en mi poder!)” (p. 375). Además debemos señalar que nuestro C.C no señala 
en forma expresa cuales son los actos violatorios o las lesiones a la posesión 
pero de la interpretación del art. 598 del C.P.C podemos claramente 
comprender dentro de los mismos a todo acto perturbatorio o de despojo de 
la posesión.  
 
Por otro lado de la revisión del art. 920 y del art. 921 ambos del C.C se 
verifica que nuestro sistema jurídico ha establecido un sistema dual para la 




6.3.1 Defensa posesoria extrajudicial o material: Conforme a este 
mecanismo jurídico de defensa de la posesión reconocida en el art. 
920 del C.C (modificado por la Ley N° 30230 publicada con fecha 
12 de julio de 2014) se permite que el poseedor de un bien pueda 
repeler la fuerza que se utilice sobre el mismo o sobre el bien a fin de 
recobrarlo si fuere desposeído del mismo pero ello dentro del plazo 
máximo de los 15 días de haber tomado conocimiento de esta 
desposesión. Al respecto señala Cuadros (1994) que “la defensa 
extrajudicial de la posesión se ejercita por quien está en la posesión, 
es decir, quien ejercita el poder de hecho sobre las cosas y las somete 
a su aprovechamiento” (pág. 388) sin embargo la inmediatez en la 
posesión para ejercer la defesa posesoria extrajudicial ha sido 
ampliada al plazo de 15 días con la mencionada modificación del art. 
920 del C.C. 
 
6.3.2 Defensa posesoria judicial o formal: Conforme a este otro 
mecanismo de defensa de la posesión se permite según el art. 921 del 
C.C que todo poseedor de un bien mueble inscrito o bien inmueble 
pueda recurrir a las acciones posesorias y los interdictos en cuyo 
caso se tiene el plazo de un año para optar por estas última vías.  
   
De la lectura del referido art. 921 del C.C se advierte que el 
legislador normativamente (de lege lata) ha realizado una 
diferenciación entre las acciones posesorias y los interdictos. Sin 
embargo desde la dogmática (de lege refenda) tal distinción no 
existe. En este sentido Torres (2011) enseña que “son acciones 
posesorias todas aquellas destinadas a tutelar la posesión, 
comprendiéndose dentro de ella los interdictos” (p. 880) empero a 
fin de diferenciar teóricamente las acciones posesorias podemos citar 
a Cuadros (1994) quien indica que la diferencia radica: 
   
En que en el interdicto se debate sólo el hecho de la posesión 
sin tener en cuenta el título posesorio. En cambio, en la 
acción posesoria el debate está destinado a establecer el 
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mejor derecho a la posesión. La acción posesoria es un debate 
interposesorio entre quienes pretenden la posesión (p. 394 y 
395).  
   
Entonces bien podemos afirmar que dentro de las acciones 
posesorias tenemos a todas aquellas acciones judiciales sustentadas 
en el derecho a poseer tales como por ejemplo el Desalojo, la 
Reivindicación y el Mejor derecho de propiedad. Por otro lado 
tenemos a los interdictos que podemos definirlos junto con Cuadros 
(1994) como “la acción judicial en la que defiende la posesión dentro 
de un procedimiento sumario” (p. 397). Luego dentro de los 
interdictos regulados por nuestro C.C tenemos: 1) el interdicto de 
recobrar; que busca precisamente recobrar la posesión de la cual se 
fue despojado; y 2) el interdicto de retener; que busca el cese de los 
actos materiales perturbatorios de la posesión. Además debe 
preciarse que en estos interdictos no tiene relevancia ni se discute la 
existencia del derecho a poseer sino que con los mismos se busca la 
protección jurídica de la posesión como una cuestión fáctica y no 
como una cuestión de derecho.    
  
Por otro lado advertimos que en el art. 961 del C.C se establecen  
limitaciones a la explotación o uso industrial que se le puede dar a la 
propiedad predial, actividades que evidentemente tienen vinculación con el 
derecho constitucional a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado para 
el desarrollo de la vida. Así el referido art. 961 del C.C establece que: 
 
Art. 961.-  
El propietario, en ejercicio de su derecho y especialmente 
en su trabajo de explotación industrial, debe abstenerse de 
perjudicar las propiedades contiguas o vecinas, la seguridad, 
el sosiego y la salud de sus habitantes.  
 
Están prohibidos los humos, hollines, emanaciones, ruidos, 
trepidaciones y molestias análogas que excedan de la 
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tolerancia que mutuamente se deben los vecinos en atención 
a las circunstancias. (Art. 961) 
 
De la lectura de esta disposición normativa contenida en nuestro C.C no 
cabe duda alguna que la misma tiene directa relación con la protección al 
derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de 
la vida pues en forma expresa proscribe la generación de ruidos, humos, 
vibraciones o cualquier otro elemento contaminante que perjudiquen el 
sosiego de los vecinos del propietario de un predio; lo cual evidentemente 
tiene íntima relación con el derecho a no ser perturbado en la posesión como 
una cuestión de hecho o fáctica. Así la acción judicial para proteger este 
derecho en la vía civil es precisamente los interdictos y en específico el 
interdicto de retener cuya sentencia estimatoria “tiene por objeto ordenar el 
cese de los actos perturbatorios. Aquí el actor pide la cesión, para el futuro, 
de la injerencia del demandado” (Gonzáles, 2005, p. 420).  
 
Ergo el derecho a la posesión en si misma considerada desde nuestro 
derecho civil tiene directa vinculación con el derecho constitucional a gozar 
de un ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida; siendo 
la vía procesal para tutelar este derecho constitucional la vía del interdicto 
de retener que conforme al art. 546 inciso 5 del Código Procesal Civil 
(C.P.C) se tramita por la vía del proceso sumarísimo. 
 
6.4 La vía penal: Los delitos ambientales 
Debido a la importancia universal que tiene la protección del medio 
ambiente a fin de hacer posible la vida en condiciones sostenibles es que el 
Derecho Penal tenía que también ingresar a sancionar aquellas conductas 
que pongan en peligro o dañen este derecho constitucional más aún si como 
señala Peña Cabrera (2010) “la generalidad de las personas, no toman 
conciencia que el Medio Ambiente pertenece a todos, no es privativo de 
unos cuantos, ni tampoco tiene que ver con el estatus socio-económico del 




El simple hecho de que el legislador se haya ocupado de darle cabida 
al daño ambiental en la legislación penal (a pesar de existir para ello 
también otros mecanismos administrativos, constitucionales, civiles, 
etc) demuestra la importancia que el tema tiene para la política 
estatal (p.62).  
 
Dentro de nuestro sistema jurídico otra forma de proteger este derecho 
constitucional a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado para el 
desarrollo de la vida lo constituye la vía del derecho penal que como se 
tiene acordado de manera uniforme en la dogmática penal este derecho 
penal o punitivo estatal recae únicamente respecto de las afectaciones más 
graves a bienes jurídicos de especial relevancia para la vida en sociedad 
pues lo demás sería una falta y no un delito. En este sentido conforme al 
Principio de Lesividad previsto en el art. IV del T.P del Código Penal se 
exige que para la comisión de un delito exista un bien jurídico lesionado o 
puesto en peligro y únicamente en tal condición podrá tipificarse un delito y 
atribuirse al mismo una pena conforme a ley. Sin embargo debe precisarse 
que no todo bien jurídico vulnerado o puesto en peligro constituyen el 
presupuesto mínimo para la configuración de un delito y la imposición de 
una pena pues se requiere que dichos bienes jurídicos además sean de una 
importancia social tal que la transgresión de los mismos hagan imposible la 
convivencia social; es por ello, que del Principio de Lesividad se desprende 
el Principio de Fragmentariedad que exige que únicamente se impongan 
penas a aquellas conductas lesivas (no todas) que afecten o coloquen en 
peligro de afectación bienes jurídicos de especial importancia (no todos) 
para hacer posible la convivencia y paz social. Así al respecto enseña Bustos 
(2004) que:  
 
Significa que dada la gravedad del control penal no es posible 
utilizarlo frente a toda situación lesiva del bien jurídico, sino sólo 
respecto de hechos muy diferenciados y específicos. Lo contrario 
significaría una ampliación de la actividad punitiva del Estado que 
podría llevar a una paralización de la vida social y a provocar la 
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inseguridad de las personas permanentemente amenazadas por la 
violencia del Estado (p. 549).  
 
Asimismo del contenido mismo del referido Principio de Lesividad previsto 
en el art. IV del T.P del C.P también se desprende el Principio de Última 
Ratio o Principio de Subsidiariedad del Derecho Penal que conforme a 
Villavicencio (2006) exige que: 
 
Sólo debe recurrirse al Derecho Penal cuando han fallado todos los 
demás controles sociales. El Derecho Penal debe ser el último 
recurso que debe utilizar el Estado, debido a la gravedad que revisten 
sus sanciones. Los ataques leves a los bienes jurídicos deben ser 
atendidos por otras ramas del derecho o por otras formas de control 
social (p. 93).  
 
Ahora bien nuestro Código Penal (C.P) aprobado mediante D.L N° 635 
publicado el 08 de abril de 1991 y conforme a la modificación introducida 
mediante el art. 3 de la Ley N° 29263 publicada el 02 de octubre de 2008, 
recoge en el Libro II, Título XIII los Delitos Ambientales que buscan reglar 
según Lamadrid (2011) “las conductas humanas para lograr una armónica 
interacción del hombre con el ambiente, a efectos que las complejas 
manifestaciones sociales y culturales coadyuven a mantener inalterados los 
procesos naturales o impacten lo menos posible en ellos” (p. 381). De 
manera más precisa podemos afirmar respecto de los delitos ambientales 
junto con García (2015) que lo que buscan estos delitos es proteger “la 
expectativa normativa de conducta de que las actividades que inciden en el 
medio ambiente no traigan consigo un deterioro de las condiciones 
medioambientales que la hagan impropia para el desarrollo de las personas” 
(p. 840). 
 
En nuestro actual Código Penal advertimos que el legislador en su afán de 
expedir la legislación necesaria para proteger el medio ambiente mediante la 
vía del Derecho Penal es que en el Libro II, Título XIII ha recogido los 
denominados Delitos Ambientales, denominación dada en superación a la 
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anterior denominación como “Delitos contra la Ecología” que contenía un 
Capítulo Único “Delitos contra los recursos naturales y el Medio ambiente”. 
Este Título XIII de nuestro actual Código Penal (conforme a la 
modificatoria del referido art. 3 de la Ley N° 29263) se encuentra dividido 
en cuatro capítulos a saber: a) Capítulo I: Delitos de Contaminación (art. 
304 al 307-F); b) Capítulo II: Contra los recursos naturales (art. 308 al art. 
313); c) Capítulo III: Responsabilidad funcional e información falsa (art. 
314 al art. 314-B); y d) Capítulo IV: Medidas cautelares y exclusión o 
reducción de penas (art. 314-C al art. 314-D). 
 
Así dentro del Capítulo I del Título XII de los Delitos Ambientales 
encontramos los delitos ambientales en su modalidad de Delitos de 
Contaminación que están constituidos por los siguientes delitos específicos:  
 
- Art. 304: Contaminación del ambiente 
- Art. 305: Formas agravadas 
- Art. 306: Incumplimiento de las normas relativas al manejo de residuos 
sólidos 
- Art. 307: Tráfico ilegal de residuos peligrosos 
- Art. 307-A: Delito de minería ilegal 
- Artículo 307-B: Formas agravadas 
- Art. 307-C: Delito de financiamiento de la minería ilegal 
- Art. 307-D: Delito de obstaculización de la fiscalización administrativa  
- Art. 307-E: Tráfico ilícito de insumos químicos y maquinarias destinados 
a minería ilegal 
- Art. 307-F: Inhabilitación  
 
Por otro lado dentro del Capítulo II del Título XIII de los Delitos 
Ambientales encontramos los delitos en su modalidad de delitos Contra los 
recursos naturales conformados por los siguientes delitos específicos:  
 
- Artículo 308: Tráfico ilegal de especies de flora y fauna silvestre 




- Art. 308-B: Extracción ilegal de especies acuáticas 
- Art. 308-C: Depredación de flora y fauna silvestre 
- Art. 308-D: Tráfico ilegal de recursos genéticos 
- Art. 309: Formas agravadas  
- Art. 310: Delito contra los bosques o formaciones boscosas 
- Art. 310-A: Tráfico ilegal de productos forestales maderables 
- Art. 310-B: Obstrucción de procedimiento 
- Art. 310-C: Formas agravadas  
- Art. 311: Uso indebido de tierras agrícolas 
- Art. 312: Autorización de actividad contraria a los planes o usos 
previstos por la ley  
- Art. 313: Alteración del ambiente o paisaje  
 
Asimismo dentro del Capítulo III del Título XIII de los Delitos Ambientales 
encontramos los delitos en su modalidad de Responsabilidad funcional e 
información falsa que están constituidos por los siguientes delitos 
específicos:  
- Art. 314: Responsabilidad de funcionario público por otorgamiento ilegal 
de derechos 
- Art. 314-A: Responsabilidad de los representantes legales de las personas 
jurídicas 
- Art. 314-B: Responsabilidad por información falsa contenida en informes 
 
Finalmente dentro del Capítulo IV del Título XIII de los Delitos 
Ambientales encontramos las siguientes disposiciones normativas que no 
están referidas directamente a delitos ambientales sino a medidas cautelares 
y beneficios premiales posibles de aplicación en esta clase de delitos:  
- Art. 314-C: Medidas cautelares 
- Art. 314-D: Exclusión o reducción de penas 
 
7. Delitos ambientales 
7.1 Delitos de  Contaminación 
Los delitos de contaminación con sus particularidades normativas los 
encontramos regulados desde el art. 304 al art. 307-F del C.P. Dentro de 
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estos delitos advertimos que los elementos o componentes del medio 
ambiente afectados son precisamente el agua, aire y suelo así como las 
interacciones entre los mismos; y ello producto de las actividades humanas 
realizadas sobre el medio ambiente. Por tal razón corresponde definir cada 
uno de estos elementos o componentes del ambiente o medio ambiente lo 
que resulta útil para los fines de esta investigación. 
     
7.1.1 Aire: 
Al aire entendido como atmósfera podemos definirlo como la masa 
del aire que nos rodea. En este sentido Andaluz (2009) señala que:  
 
La atmosfera es la masa de aire que rodea la tierra y juega un 
papel crítico para mantener estable la temperatura de la 
superficie del Planeta. El aire está compuesto de nitrógeno 
(78,09%), oxígeno (20.94%), así como por trazas de argón 
(0.93%) y dióxido de carbono (0.032%). Resulta vital para la 
vida pues los humanos necesitamos en promedio 15 kilos de 
aire diariamente para respirar (p. 365). 
 
Por su parte desde la ciencia de la ecología Gonzáles y Cardona 
(2016) enseñan que: 
 
La atmósfera es la capa más externa de la Tierra, está 
compuesta por una mezcla de gases donde el nitrógeno es el 
más abundante (78.1%), le sigue el oxígeno (20.95%) y el 
resto son trazas de otros gases, como el dióxido de carbono, el 
ozono, el metano y el vapor de agua. Aunque está conformada 
por gases, estos se mantienen unidos al planeta como 
consecuencia de la gravedad terrestre, de otra forma escaparían 
al espacio y seguramente la vida no se hubiera desarrollado 
aquí (p. 88).   
 
Siendo esto así se puede colegir válidamente que la atmosfera resulta 
ser un elemento de vital importancia para la vida misma del hombre 
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y de los demás seres vivos en nuestro planeta pues es gracias a la 
atmósfera que el ser humano puede desarrollarse como persona, 
comunicarse, relacionarse y expresar todo tipo de manifestación de 
su personalidad. Sin embargo debemos recordar junto con Sorinao y 
Brufao (2010) que la contaminación atmosférica “es uno de los 
sectores donde la protección de la salud humana, la salud del planeta 
y la acción de los poderes públicos encuentran más resistencia” (p. 
17) y ello debido entre otros factores a la facilidad de traslado, 
volatilidad y la amplitud de los efectos que trae consigo la 
contaminación atmosférica que no tiene un foco o área de 
localización puntual sino por el contrario sus efectos van más allá del 
lugar donde se origina el acto contaminante tal como se puede 
verificar por ejemplo en el caso de la lluvia ácida que afectó a varios 
países europeos como Suecia, Inglaterra y Alemania debido a las 
distintas e intensas actividades industriales de los países europeos  
durante la etapa de a segunda revolución industrial (1970).   
 
7.1.2 Agua: 
Es una verdad incuestionable que el agua es otro de los componentes 
del medio ambiente que resulta de vital importancia para el 
desarrollo de la vida humana y que además hace posible todo tipo de 
vida en nuestro planeta. He ahí precisamente la necesidad de 
protegerla como un bien jurídico especialmente valioso. En este 
sentido Sarmiento (2000) define al agua como:  
 
AGUA. WATER. Elemento esencial para el sostenimiento de la 
vida en el planeta; constituye gran parte de la biomasa de los 
organismos. Químicamente es la unión despolarizada de dos 
átomos de Hidrógeno y uno de Oxígeno. Se la puede clasificar 
ecológicamente según su localización (superficial, profunda, 
freática, de fuente, de pozos, fluvial, lacustre y marina), según 
su utilización (potable, industrial, doméstica, residual) y según 
su composición (dulce, salada, salobre, destilada, mineral, 




Desde la ciencia de la ecología Osuna, Marroquín y García (2009) 
señalan que: 
 
El agua es un recurso natural renovable de mucha importancia, 
ocupa las tres cuartas partes de la superficie de nuestro planeta 
y satisface todas las necesidades fisiológicas de los seres vivos. 
Forma parte de la estructura corporal de todos los seres vivos, 
sangre, savia, fertiliza el suelo, humedece la atmósfera y 
cuando está concentrada en grandes masas (océanos, mares, 
lagos, ríos, etc.), lleva en suspensión diversas partículas 
minerales, sales y muchas sustancias necesarias para la vida de 
los organismos. La fuerza del agua en cascadas, sirve para 
accionar maquinarias y para generar electricidad. La energía de 
los mares es muy grande y se estudia la forma de aprovecharla 
(p. 82). 
 
Normativamente conforme al art. 1 de la Ley N° 29338 Ley de 
Recursos Hídricos se señala que “El agua es un recurso natural 
renovable, indispensable para la vida, vulnerable y estratégico para 
el desarrollo sostenible, el mantenimiento de los sistemas y ciclos 
naturales que la sustentan, y la seguridad de la Nación” (Art. 1).  
 
Por otro lado desde la dogmática del derecho ambiental Andaluz 
(2009) define al agua como: 
 
Un recurso abundante en la naturaleza que constituye algo más 
del 70% de la superficie del planeta, forma la lluvia, la nieve, 
el granizo, la niebla, los ríos, lagos, manantiales, la napa 
freática (agua de subsuelo o acuífero subterráneo) y los 
océanos. Según su estado puede ser líquida, sólida o evaporada 






El suelo es otro de los componentes o elementos del medio ambiente 
que lo encontramos en la naturaleza y que el hombre necesita para la 
producción de alimentos y materias primas. Además debe de notarse 
que el suelo tiene relación directa con la satisfacción de sus 
necesidades más básicas como la alimentación pues es a través de las 
actividades económicas productivas que del suelo se obtienen los 
alimentos para el consumo humano.  
 
Desde la ciencia de la ecología Malacalza, Feijóo, Giorgi, Coviella y 
Momo (2002) enseñan que: 
 
El suelo es una formación natural, superficial de la corteza 
terrestre, que se desarrolla en la zona de contacto de la 
litosfera con la atmósfera por la acción del agua, el aire y los 
organismos vivos y muertos. El resultado es un medio 
estable, con propiedades físicas y químicas dadas 
principalmente por la naturaleza de la roca madre (p. 137). 
 
Asimismo conviene indicar que resulta común y de uso diario 
utilizar los términos tierra y suelo como sinónimos sin embargo 
puede hacerse una diferencia entre ambos términos. En este sentido 
señala Anadaluz (2009) que;  
 
Podemos decir que existe una relación de género a especie; 
debiendo entenderse por suelo a toda la superficie terrestre, a 
todo espacio capaz de soportar los cuerpos que son atraídos 
por la fuerza de la gravedad; mientras que tierra debe 
aplicarse sólo a aquel suelo con aptitud para el cultivo, la 
ganadería y la forestería, es decir, el suelo que es fértil 
gracias a la flora y fauna microbianas que lo hacen orgánico 





7.2 Delitos contra los recursos naturales 
Los recursos naturales son otro elemento o componente del medio ambiente 
que resultan importantes para lograr la satisfacción de las necesidades 
básicas del ser humano. En este sentido Gonzáles y Cardona (2016) señalan 
que: 
 
Si pensamos que desde nuestros orígenes los seres humanos hemos 
obtenido de la naturaleza todo lo que necesitamos para satisfacer 
nuestras necesidades, entonces podrás ver con facilidad que todos los 
elementos bióticos y abióticos que componen a los ecosistemas son 
fuente de recursos naturales para la humanidad (p. 123). 
 
Entonces los recursos naturales son aquellos elementos presentes en la 
naturaleza que tienen una utilidad para el ser humano a fin de satisfacer sus 
diversas necesidades. Asimismo conviene señalar que los recursos naturales 
desde la perspectiva utilitaria antes mencionada pueden clasificarse según el 
criterio de su capacidad de auto-restauración en recursos naturales 
renovables y recursos naturales no renovables. Los primeros son aquellos 
recursos que al aplicarles una explotación sostenible pueden auto-
regenerarse v.gr: el agua, el aire, la flora, la fauna, etc. En cambio los 
segundos son aquellos recursos que pese a aplicarles o no una explotación 
sostenible van a desaparecer de manera inevitable con una explotación 
sostenida en el tiempo v.gr: los minerales,   
 
7.2.1 Flora silvestre: 
Cuando nos referimos a la flora silvestre hacemos mención de 
manera general al conjunto de plantas que existen en un determinado 
lugar o región.   
 
Desde la ecología Sánchez y Gándara (2011) definen a la flora 
silvestre como:  
 
Flora silvestre. Todas las especies vegetales y hongos sujetas 
a los procesos de selección natural y que se desarrollan 
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libremente; incluye poblaciones o especímenes de estas 
especies controladas por el hombre (p. 130). 
 
Conforme a la art. 5 de la Ley Forestal y de Fauna Silvestre Ley Nº 
29763 se define normativamente a la flora silvestre como:  
 
Art. 5.- Recursos forestales 
Son recursos forestales, cualquiera sea su ubicación en el 
territorio nacional, los siguientes:  
a. Los bosques naturales.  
b. Las plantaciones forestales.  
c. Las tierras cuya capacidad de uso mayor sea forestal y para 
protección, con o sin cobertura arbórea.  
d. Los demás componentes silvestres de la flora terrestre y 
acuática emergente, incluyendo su diversidad genética. (Art. 
5) 
 
7.2.2 Fauna silvestre: 
Asimismo cuando nos referimos a la fauna silvestre podemos definir 
de manera general a la misma como el conjunto de animales que 
existen o habitan un determinado lugar. 
 
Desde la ecología Sánchez y Gándara (2011) definen a la fauna 
silvestre como:  
 
Fauna silvestre. Son las especies animales sujetas a los 
procesos de selección natural; incluye a las que se desarrollan 
libremente, a las que se encuentran en cautiverio, a los 
animales domésticos que por abandono se tornan salvajes y 
son susceptibles de captura y apropiación (p. 127). 
 
Por otro lado conforme al art. 6 del D.S N° 019-2017-MINAGRI 
Reglamento para la Gestión de la Fauna Silvestre se define 




Art. 6.- Fauna silvestre  
Para los efectos del Reglamento, entiéndase como recurso de 
fauna silvestre a las especies animales no domesticadas, 
nativas o exóticas, incluyendo su diversidad genética, que 
viven libremente en el territorio nacional, así como a los 
ejemplares de especies domesticadas que, por abandono u 
otras causas, se asimilen en sus hábitos a la vida silvestre, 
excepto las especies diferentes a los anfibios que nacen en las 
aguas marinas y continentales, las cuales se rigen por sus 
propias leyes.  
 
Se incluyen en los alcances del Reglamento, los especímenes 
de fauna silvestre (ejemplares vivos o muertos, huevos y 
cualquier parte o derivado), los individuos mantenidos en 
cautiverio así como sus productos y servicios (Art. 6). 
 
7.2.3 Paisaje: 
El art. 112 de la Ley N° 28611 Ley General del Ambiente considera 
al paisaje como un recurso natural y por ende posible de explotación 
al establecer que “El Estado promueve el aprovechamiento 
sostenible del recurso paisaje mediante el desarrollo de actividades 
educativas, turísticas y recreativas” (Art. 112).  
 
Asimismo en la Casación N° 74-2014- AMAZONAS en su vigésimo 
sexto considerando la Corte Suprema de la República al desarrollar 
el contenido el delito de Alteración o paisaje tipificado en el art. 311 
del C.P ha señalado lo que debe entenderse como paisaje en su 
calidad de elemento del tipo objeto de este delito:  
 
El tipo penal antes mencionado no establece una limitación 
del lugar donde se puede dar la afectación al medio ambiente. 
Por tanto, el tipo penal abarca todos aquellos espacios donde 
exista un ambiente natural, en buena cuenta, carente de 
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presencia humana (bosques primarios) o que, teniéndola, no 
sea tan significativa. Asimismo, también se concreta en los 
paisajes urbanos o rurales, y en la modificación de flora y 
fauna. (Casación N° 74-2014- AMAZONAS, Fundamento 
vigésimo sexto)  
 
Desde la ecología Pulido (2013) define al paisaje como: 
 
El paisaje o región natural es una zona geográfica con 
características climáticas y geográficas similares y un centro 
de evolución de especies endémicas. La continuidad de los 
factores climáticos ha permitido el desarrollo de los suelos, la 
vegetación y fauna características. El paisaje o región natural 
tiene un componente abiótico denominado biorregión y un 
componente biótico denominado bioma (p. 41). 
 
Asimismo conviene precisar que el Ministerio de Cultura mediante 
D.S N° 002-2011-MC publicado el 26 de mayo de 2011 ha aprobado 
el Reglamento para la Declaratoria y Gestión de los Paisajes 
Culturales como Patrimonio Cultural de la Nación y conforme al 
cual en su art. 6  se define al paisaje cultural como: 
 
Art. 6.- Definición 
Se define como Paisaje Cultural a los bienes culturales que 
representan las obras conjuntas del hombre y la naturaleza, 
ilustran la evolución de la sociedad humana y sus 
asentamientos a lo largo del tiempo, condicionados por las 
limitaciones y/o oportunidades físicas que presenta su 
entorno natural y por las sucesivas fuerzas sociales, 
económicas y culturales, tanto externas como internas, 
integrando las siguientes dimensiones: 
 
a) Diacrónica: Considera que el paisaje es producto de la 
relación continua entre el hombre y su espacio a través del 
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tiempo. Por tal motivo su estudio, manejo y gestión tienen en 
consideración su evolución en términos espaciales. 
 
b) Dinámicas territoriales: Considera a los condicionantes 
ecológicos y a la actividad humana de índole económica, 
social y cultural como parte constitutiva y determinante del 
paisaje cultural. 
 
c) Perceptiva: Considera la experiencia ínter subjetiva, 
cognitiva y emocional de los individuos con su territorio.  
 
Por otro lado el Diccionario de la Real Academia Española define al 
paisaje como “I m. Extensión de terreno que se ve desde un sitio. II 
2. Extensión de terreno considerada en su aspecto artístico. II 3. 
Pintura o dibujo que representa cierta extensión de terreno.” (p. 
1118). 
 
Desde la dogmática ambiental se hace una distinción entre el aspecto 
subjetivo y el aspecto objetivo del paisaje. Así Prieur (2007, p. 709 - 
710, citado por Andaluz, 2009) afirma que el paisaje: 
 
Tiene una doble riqueza como patrimonio común: 
- Es una porción del territorio que puede considerarse y 
observarse como un elemento objetivo del patrimonio 
natural. 
- Pero también es un conjunto inmaterial de valores 
culturales, éticos y espirituales que constituyen la esencia 
misma de las sociedades, es un elemento muy subjetivo, 
pues cada uno tiene su percepción y su visión de paisaje.  
 
Agrega que en el encuentro entre los elementos objetivos y 
subjetivos hace que el paisaje sea visto científicamente. Dice 
también que en su origen la protección del ambiente incidía 
en los de excepcional cualidad estética y que la concepción 
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moderna considera al paisaje más allá de un valor ambiental 
excepcional, como un elemento cotidiano y ordinario de la 
vida de cada uno y no únicamente de los turistas (p. 709 a 
710). 
 
Resulta también importante indicar que el Convenio Europeo del Paisaje 




Disposiciones Generales.  
Artículo 1 – Definiciones.  
A los efectos del presente Convenio:  
a. por “paisaje” se entenderá cualquier parte del territorio tal como la 
percibe la población, cuyo carácter sea el resultado de la acción y la 
interacción de factores naturales y/o humanos.” (Art. 1 literal “a”) 
 
De todo lo señalado resulta evidente que el paisaje efectivamente es un 
recurso ambiental toda vez que el mismo resulta útil para el ser humano a 
fin de satisfacer sus necesidades de distinto tipo pero a su vez constituye una 
manifestación del hombre a través del tiempo en un determinado lugar. Sin 
embargo advertimos que en nuestro país el concepto de paisaje a nivel 
normativo debe ser regulado de manera más precisa (únicamente contamos 
con una definición desde la perspectiva cultural de paisaje) toda vez que el 
mismo además de contener flora y fauna en un estado de continuidad y ser 
producto además de las relaciones del hombre con la naturaleza que 
manifiesta expresiones culturales actualmente también puede ser fuente de 
empleo a la población. Así en la Ley N° 28611 Ley General del Ambiente 
se considera al paisaje como un recurso natural al establecer que “Art. 112.- 
Del paisaje como recurso natural: El Estado promueve el 
aprovechamiento sostenible del recurso paisaje mediante el desarrollo de 
actividades educativas, turísticas y recreativas” (Art. 112). Dicha 
disposición normativa sirve como presupuesto normativo mínimo para 
poder definir, proteger y gestionar el paisaje como recurso aprovechable.  
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Asimismo conviene indicar que en nuestro ordenamiento existen 
mecanismos legales que permiten definir y proteger al paisaje. Así tenemos 
que conforme al D.S N° 022-2016-VIVIENDA que aprueba el Reglamento 
de Acondicionamiento Territorial y Desarrollo Urbano Sostenible se 
permite que al momento de realizar a planificación física del territorio 
dentro de un área no urbanizable la misma puede ser considerada en un 
régimen especial debido a su valor ambiental, entre otros; de la forma 
siguiente:  
 
5. Se encuentra dentro de un régimen especial de protección 
incompatible con su transformación urbana de acuerdo al PAT y de 
escala superior o planes y/o normativa sectorial pertinente, en razón 
de sus valores paisajísticos, históricos, arqueológicos, científicos, 
ambientales, culturales y agrícolas. (Art. 82, inciso 82.3 apartado 5) 
 
Asimismo otra herramienta útil para definir y proteger al paisaje pero dentro 
de una zona urbana la encontramos en este mismo D.S N° 022-2016-
VIVIENDA (que aprueba el Reglamento de Acondicionamiento Territorial 
y Desarrollo Urbano Sostenible) donde establece que le corresponde a la 
autoridad municipal provincial a través de los Planes Específicos (PE) 
calificar –entre otros- a zonas con valor paisajista conforme lo dispone el 
art. 51 inciso 1 de la forma siguientes: 
 
Art. 51.- Ámbito de Aplicación del PE  
El ámbito del PE es un sector urbano que cumple, por lo menos con 
alguna de las características siguientes: 
1. Calificar como Centros Históricos o Zonas Monumentales, o 
zonas de valor paisajístico de interés turístico o de conservación. En 
el caso de los Centros Históricos el PE se denomina Plan Maestro de 
Centro Histórico. (Art. 51 inciso 1) 
 
Además el Ministerio de Cultura también podría definir y proteger los 
espacios que pueden considerarse paisajes pues conforme al art. 34 del D.S 
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N° 011-2006-ED que Aprueba el Reglamento de la Ley General de 
Patrimonio Cultural de La Nación se dispone que:    
 
Art. 34.- Reglamentación Específica 
El INC aprobará la reglamentación específica de los Ambientes 
Urbano Monumentales, Zonas Monumentales o Centros Históricos, 
acorde a las características de valor de los inmuebles y componentes 
urbanísticos propios del lugar, protegiendo el entorno o área 
paisajista mediante la delimitación de área. 
 
Finalmente debe también anotarse que el Poder Ejecutivo mediante decreto 
supremo puede declarar un área como reserva paisajista, las mismas que son 
definidas conforme al art. 22 literal “d” de la Ley N° 26834 Ley de Áreas 
Naturales Protegidas como “Art. 22.- Son categorías del Sistema Nacional 
de Áreas Naturales Protegidas: (…) d. Reservas Paisajísticas: áreas donde se 
protege ambientes cuya integridad geográfica muestra una armoniosa 
relación entre el hombre y la naturaleza, albergando importantes valores 
naturales, estéticos y culturales.” (Art. 22 literal “d”) 
 
7.3 Responsabilidad de funcionario público e información falsa 
Asimismo no podía el legislador dejar fuera del Título XIII del Código 
Penal la regulación referida a la responsabilidad de la autoridad 
administrativa respecto de los permisos e información que otorga o autoriza 
en materia ambiental. Por ello nuestro Código Penal como parte de su 
política criminal al regular este Capítulo III del Título XIII lo que busca es 
“asegurar una correcta actuación, de todos aquellos funcionarios y/o 
servidores públicos, funcionalmente avocados al otorgamiento de licencias, 
permiso y/o autorización a los particulares, para el aprovechamiento de los 


























RESULTADOS DE CAMPO 
 
1. Técnica e instrumento 
Debido a que la fuentes de información de donde se han obtenido los datos de la 
presente investigación están contenidos en documentos públicos hallados en la 
unidad de estudio (FPEMA-Arequipa) es que se ha realizado una revisión 
documental de las carpetas fiscales (con sus respectivas sentencias judiciales) 
utilizando para ello la técnica de la observación directa y aplicando una ficha de 
registro de datos, lo cual nos ha permitido identificar los casos donde existen 
impactos negativos a los componentes del medio ambiente vinculados a actividades 
económicas desarrolladas en zonas residenciales y en virtud a ello se ha podido 
contrastar la hipótesis planteada, alcanzar los objetivos propuestos así como realizar 
las conclusiones y recomendaciones finales. 
 
2. Procesamiento de la información  
Los datos recogidos durante la investigación de campo son agrupados de acuerdo a 
las variables, indicadores y sub indicadores sujetos a medición para luego ser 
interpretados y finalmente contrastados con la hipótesis presentada.  
 
El universo de la investigación son los 345 casos fiscales tramitados ante la Fiscalía 
Provincial Especializada en Materia Ambiental de Arequipa (FPEMA-Arequipa) 
durante el año 2018. Asimismo la muestra efectivamente hallada son los 306 casos 
fiscales obrantes en dicho órgano estatal. 
    













PERSECUSIÓN PREVENCIÓN DERIVADOS 
2018 183 123 39 345 
% 53.04% 35.65% 11.30% 100.00% 
97 
 
Conforme se aprecia del Cuadro 1 el universo ha sido un total de 345 casos 
fiscales, habiendo encontrado 183 casos en la vía de persecución del delito 
que equivalen al 53.04% del total de casos y 123 casos en la vía de 
prevención del delito que equivalen al 35.65% del total de casos. Asimismo 
se advierte que 39 casos (11.30%) fueron derivados a otros instancias 






Asimismo conforme puede verificarse del Cuadro 2 la muestra 
efectivamente analizada es de 306 casos (100%) de los cuales 183 casos 
(59.80%) corresponden a casos tramitados vía persecutoria del delito y 123 








Asimismo conforme al Cuadro 3 se advierte que de los 306 casos revisados 
(100%), 36 casos han merecido una acusación fiscal ante el órgano 
jurisdiccional por la presunta comisión de un delito ambiental, lo que 













2018 183 123 306 
% 59.80% 40.20% 100.00% 
CUADRO 3: CASOS FISCALES CON ACUSACIÓN 
2018 
CASOS ACUSADOS CASOS NO ACUSADOS TOTAL 
36 270 306 
% 11.76% 88.24% 100.00% 
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36 2 20 14 
% 100.00% 5.56% 55.56% 38.89% 
 
Asimismo conforme al Cuadro 4 se advierte que de los 36 casos con 
acusación fiscal (100%), 20 casos (55.56%) han merecido sentencia 
condenatoria, 2 casos (5.56) han sido absueltos por el órgano jurisdiccional 
y 14 casos (38.89%) aún se encuentran en trámite pendientes de ser 
resueltos ante el órgano jurisdiccional. 
 
2.2 Universo y muestra 
Universo: 345 casos 
Conforme al proyecto de investigación el universo tomado son todos los 
casos fiscales obrantes en la Fiscalía Provincial Especializada en Materia 
Ambiental de Arequipa (FPEMA-Arequipa) correspondientes al año 2018, 
los que asciende a 345 casos.  
 
Muestra: 306 casos 
Conforme a la investigación de campo realizada la muestra obtenida ha sido 
de 306 casos debido a que 39 casos fueron derivados (remitidos) de la 
FPEMA-Arequipa a otros Despachos Fiscales por razón de competencia; 
siendo que en estos 306 casos es donde se ha verificado la existencia de 
actividades económicas vinculadas a aspectos de zonificación territorial.  
 
2.3 Variable Independiente: Compatibilidad de uso del suelo 
Conforme a la hipótesis formulada en la presente investigación se busca 
determinar si la compatibilidad de uso del suelo para el desarrollo de 
actividades económicas productivas, extractivas y distributivas en zonas 
destinadas para el uso de vivienda impacta negativamente o no el derecho 
constitucional a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado para el 
desarrollo de la vida. Debiendo pata tal fin someterse esta variable 
independiente a los sus dos indicadores constituidos por la zonificación 
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territorial y las actividades económicas. Luego a su vez debe someterse esta 
variable independiente a los sub-indicadores que definen a los dos indicares 
antes mencionados. 
     
2.3.1 Indicador: Zonificación Territorial 
       
Conforme puede apreciarse del Cuadro 5 del total de los 306 casos 
analizados (100%), 145 casos corresponden a casos vinculados a una 
Zona Residencial (ZR) lo que equivale al 47.39% del total de los 306 
casos analizados. Asimismo resulta peculiar que es en las Zonas 
Eriazas (ER) en donde se presentan más incidencias ambientales 
(17.97%)  luego de las zonas residenciales; siguiendo en esta escala 
la zonificación agrícola con 36 casos que equivalen al 11.76% del 






CUADRO 5: CASOS FISCALES  






ZONA RESIDENCIAL (ZR) 145 47.39% 
ZONA AGRÍOLA (ZA) 36 11.76% 
ZONA MONUMENTAL (ZM) 11 3.59% 
ZONA INDUSTRIAL (ZI) 43 14.05% 
ZONA DE RESERVA  
PAISAJISTA (ZRP) 
4 1.31% 
ZONA DE REGLAMENTACION 
ESPECIAL (ZRE) 
2 0.65% 
AREA NATURAL  
PROTEGIDA (ANP) 
10 3.27% 
ZONA ERIAZA (ER) 55 17.97% 




2.3.2 Indicador: Actividad Económica 
 






















TOTAL 306 100.00% 
 
Asimismo conforme al Cuadro 6 se verifica que de los 306 casos 
analizados (100%), 27 casos (8.82%) se relacionan con actividades 
productivas (AP), 15 casos (4.90%) se relacionan con actividades 
distributivas (AD), 88 casos (28.76%) se relacionan con actividades 
extractivas (AE), 148 casos (48.37%) se relacionan con actividades 
de servicios (AS) y 28 casos (9.15%) se relacionan a hechos en 
donde no se desarrolló actividad económica alguna (S/AE). De ello 
se verifica que son las actividades del sector terciario las que mayor 
incidencia tienen (48.37%) en los casos analizados por afectaciones 














Asimismo conforme al Cuadro 7 se verifica que de los 145 (100%) 
casos ocurridos en zonas residenciales, 98 casos (67.59%) están 
relacionados a actividades económicas de servicios, 16 casos 
(11.03%) están relacionados a hecho que no implican una actividad 
económica alguna, 13 casos (8.97%) están relacionados a actividades 
productivas, 9 casos (6.21%) están relacionados a actividades 
extractivas y otros 9 casos (6.21%) están relacionados a actividades 
distributivas. De todo ello se verifica que son las actividades 
económicas del sector terciario o de servicios las que mayor 
incidencia (67.59%) tienen en las residenciales.  
 
2.4 Variable Dependiente: Derecho a gozar de un ambiente equilibrado y 
adecuado para el desarrollo de la vida 
Asimismo debemos determinar si la mencionada compatibilidad de uso del 
suelo impacta en forma negativa al derecho constitucional a gozar de un 
ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida. Para ello 
debemos identificar cuáles son los componentes del medio ambiente 
afectados precisamente por esta compatibilidad de uso del suelo. Debiendo 
para dicho fin someter esta variable dependiente a sus dos indicadores 
constituidos por los delitos de contaminación y los delitos contra los 
recursos naturales que son precisamente los delitos que buscan proteger los 
componentes o elementos del medio ambiente. 






CUADRO 7: CASOS FISCALES POR ACTIVIDAD ECONOMICA 















145 13 9 9 98 16 
100.00% 8.97% 6.21% 6.21% 67.59% 11.03% 
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Conforme se verifica del Cuadro 8 de los 306 casos analizados 
(100%) se advierte que 203 casos  (66.34%) corresponden a casos 
por Delitos de Contaminación, de los cuales 143 casos (46.73%) 
corresponden a impactos negativos en la atmosférica. Asimismo 36 
casos (11.76%) corresponden a impactos negativos en el suelo y 24 
casos (7.84%) corresponden a impactos negativos en el agua.    
 









Conforme se verifica del Cuadro 9 de los 306 casos analizados 
(100%) se advierte que 103 casos (33.66%) corresponden a casos por 
delitos contra los Recursos Naturales, de los cuales 63 casos 
(20.59%) corresponden a impactos negativos en la fauna. Asimismo 
27 casos (8.82%) corresponden a impactos negativos a la flora y 13 
casos (4.25%) corresponden a impactos negativos en el paisaje. 
        
 
 
CUADRO 8: CASOS FISCALES POR  





% DE  
306 CASOS 
AIRE 143 46.73% 
AGUA 24 7.84% 
SUELO 36 11.76% 
TOTAL 203 66.34% 
CUADRO 9: CASOS FISCALES POR  







FLORA 27 8.82% 
FAUNA 63 20.59% 
PAISAJE 13 4.25% 









Asimismo se verifica del Cuadro 10 de los 145 (100%) casos fiscales 
ocurridos en una zonas urbanas, 74 casos (51.03%) están vinculados 
con actos de contaminación atmosférica o del aire. Además se 
verifica que 31 casos (21.38%) están vinculados con impactos 













Conforme al Cuadro 11 se advierte que de los 36 casos acusados 
(100%) acusados, 20 casos (55.56%) han merecido sentencia 
condenatoria. Asimismo se verifica que 32 casos acusados 
corresponden a actividades económicas de servicios de los cuales 
han sido condenados 18 casos y 14 casos aún se encuentran 






CUADRO 10: CASOS FISCALES POR IMPACTOS A  
















145 11 74 16 9 31 4 
100.00% 7.59% 51.03% 11.03% 6.21% 21.38% 2.76% 














0 0 0 0 
ACTIVIDAD 
DISTRIBUTIVA (AD) 
1 0 1 0 
ACTIVIDAD  
EXTRACTIVA (AE) 
2 2 0 0 
ACTIVIDAD DE 
SERVICIOS (AS) 
32 0 18 14 
SIN ACTIVIDAD 
ECONOMICA (S/AE) 
1 0 1 0 
TOTAL 36 2 20 14 















Conforme al Cuadro 12 se advierte que de los 36 casos acusados 
(100%), 20 casos (55.56%) han merecido sentencia condenatoria. 
Asimismo 22 casos acusados corresponden a delitos contra la fauna 
silvestre de los cuales han sido condenados 17 casos y 05 casos aún 
se encuentran aún pendientes de resolverse. Finalmente se verifica 
01 caso acusado corresponde a delito contra la atmósfera y otro caso 
















CUADRO 12: CASOS FISCALES CON CONDENA POR 











AIRE (AI) 1 0 0 1 
AGUA (AG) 1 0 0 1 
SUELO (SU) 5 2 0 3 
FLORA (FL) 3 0 2 1 
FAUNA (FA) 22 0 17 5 
PAISAJE (PA) 4 0 1 3 
TOTAL 36 2 20 14 




3. Contrastación de la hipótesis 
3.1 Hipótesis planteada: 
“Dado que la compatibilidad de uso del suelo permite que en determinadas 
zonas puedan realizarse simultáneamente actividades con fines de vivienda y 
actividades con fines productivos, extractivos y distributivos es probable que la 
compatibilidad del uso del suelo impacte negativamente el derecho 
constitucional a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado para el 
desarrollo de la vida.” 
 
3.2 Contrastación 
La primera parte de la hipótesis referida a que la compatibilidad de uso del 
suelo permite que en una zona residencial puedan desarrollarse 
simultáneamente actividades económicas se encuentra plenamente corroborada 
conforme se verifica del Cuadro 7 en donde se verifica que de los 145 casos 
analizados ocurridos en zona urbana, 13 casos (8.97%) corresponden a 
actividades productivas, 9 casos (6.21%) corresponden a actividades 
distributivas, 9 casos (6.21%) corresponden a actividades extractivas y 98 
casos (67.59%) corresponden a actividades económicas de servicios: 
precisando que 16 casos (11.03%) no corresponde a hechos vinculados a 
actividades económicas.    
 
Asimismo la segunda parte de la hipótesis referida a que la compatibilidad de 
uso del suelo en zonas urbanas permite realizar actividades económicas 
impactan el derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado para el 
desarrollo de la vida también ha sido corroborada pues conforme se verifica del 
Cuadro 10 de los 145 casos analizados vinculados a una zona urbana en todos 
se verifican impactos negativos a componentes del medio ambiente como el 
agua, aire, suelo, flora, fauna y paisaje; siendo que la mayor incidencia en una 
zona urbana recae en los delitos de contaminación atmosférica que asciende a 








PRIMERA: CConsiderando que la compatibilidad de uso del suelo al permitir que 
en zonas residenciales destinadas para el uso de vivienda puedan también 
desarrollarse actividades económicas tales como actividades productivas, 
extractivas, distributivas y de servicios; se concluye que la compatibilidad de uso 
del suelo aplicada sin políticas de sostenibilidad constituye un instrumento técnico-
normativo que pone en inminente riesgo el contenido esencial del derecho 
constitucional a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de 
la vida de las personas. 
 
SEGUNDA: Considerando que las actividades económicas productivas, 
extractivas, distributivas y de servicios realizadas en zonas residenciales destinadas 
para el uso de vivienda impactan negativamente al ambiente en sus componentes 
aire, agua, suelo, flora, fauna y paisaje; se concluye que la autorización de estas 
actividades económicas en zonas residenciales constituyen una afectación directa a 
la dimensión reaccional del contenido esencial del derecho constitucional a gozar 
de un ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida de las personas. 
 
TERCERA: Considerando que de los 306 casos analizados únicamente 36 casos 
(11.76%) han merecido una acusación fiscal y que solo 20 casos (6.54%) han 
finalizado con una sentencia condenatoria firme; se concluye en la existencia de 
expectativas ambientales simbólicas en los ciudadanos al buscar a través de las 
denunciadas por delitos ambientales la protección de todos los impactos negativos 
al derecho constitucional a gozar de un derecho equilibrado y adecuado para el 
desarrollo de la  vida; dejando sin uso los demás mecanismos jurídicos de tutela de 
este derecho constitucional. 
 
CUARTA: Considerando que es en las zonas residenciales donde por un lado se 
presenta la mayor incidencia (47.39%) del total de casos analizados por impactos 
negativos al ambiente y que por otro lado a la vez es la zona donde las actividades 
económicas terciarias o de servicios (48.04%) se desarrollan con más intensidad; se 
concluye que el desarrollo económico en las zonas urbanas de la región de 
Arequipa se ha implementado privilegiando las actividades económicas sobre la 
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variable ambiental haciendo por ello necesario restringir las compatibilidades de 
uso del suelo para el desarrollo de actividades económicas en zonas residenciales a 
fin de proteger el contenido esencial del derecho constitucional a gozar de un 
ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida de las personas. 
 
QUINTA: Considerando que son las actividades económicas terciarias o de 
servicios las que mayor incidencia presentan en zonas residenciales y que además 
es el aire o atmósfera y la fauna silvestre los componentes ambientales más 
impactados en estas zonas; se concluye en la necesidad de mejorar los sistemas de 
fiscalización ambiental de orden administrativo en las zonas urbanas de la región 
Arequipa a fin de sostener una real política preventiva en la protección del medio 
ambiente y sus componentes. 
 
SEXTA: Considerando que en la provincia de Arequipa conforme a su PDAM 
(2002-2015) y a su nuevo PDM (2016-2025) se permite que en una zona residencial 
destinada para el uso de vivienda se pueden realizar actividades económicas 
primarias, secundarias y terciarias que impactan negativa y directamente el aire, 
agua, suelo, flora, fauna y paisaje; se concluye que el plan de ordenamiento 
territorial en la provincia de Arequipa resulta ambientalmente insostenible al 
permitirse sin ningún tipo de control o restricción que en zonas residenciales se 
desarrollen actividades económicas que vulneran el contenido esencial del derecho 
constitucional a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de 






Antecedentes: Considerando que conforme al marco teórico desarrollado y el 
análisis de los datos recogidos se ha observado que el establecimiento de 
compatibilidades de uso del suelo en zonas residenciales destinadas a la vivienda de 
personas permite el desarrollo de actividades económicas tales como las 
productivas, extractivas, distributivas y de servicios -éstas últimas con mayor 
intensidad- es que dicha compatibilidad de uso del suelo deviene una instrumento 
autoritativo de carácter administrativo que daña el derecho constitucional de las 
personas a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de su 
vida.     
 
Asimismo considerando que corresponde a las autoridades municipales otorgar las 
respetivas licencias de funcionamiento para el ejercicio de actividades económicas 
dentro de su competencia territorial conforme lo establece el art. 5 del D.S N° 046-
2017-PCM que Aprueba el Texto Único Ordenado de la Ley N° 28976 (Ley Marco 
de Licencia de Funcionamiento y los Formatos de Declaración Jurada) y a fin de 
garantizar el cumplimiento de la dimensión prestacional del contenido esencial del 
derecho constitucional a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado para el 
desarrollo de la vida es que se propone la modificación del art. 6 del referido D.S 
N° 046-2017-PCM.  
 
Texto sustitutorio: Considerando las observaciones y resultados antes expuestos se 
recomienda modificar el art. 6 del D.S N° 046-2017-PCM que Aprueba el Texto 
Único Ordenado de la Ley N° 28976, Ley Marco de Licencia de Funcionamiento y 
los Formatos de Declaración Jurada; ello a fin de evitar se establezcan 
compatibilidad de uso del suelo para el desarrollo de actividades económicas en 
zonas residenciales destinadas a la vivienda de personas que pongan en riesgo o 
dañen en medio ambiente o sus componentes. 
 
Por ello el texto actual del art. 6 del referido D.S N° 046-2017-PCM que Aprueba 
el Texto Único Ordenado de la Ley N° 28976 (Ley Marco de la Licencia de 





“Artículo 6.- Evaluación de la entidad competente  
Para el otorgamiento de la licencia de funcionamiento, la municipalidad 
evaluará los siguientes aspectos:  
- Zonificación y compatibilidad de uso.  
- Condiciones de Seguridad de la Edificación.  
Cualquier aspecto adicional será materia de fiscalización posterior.”  
 
Debe ser modificado por el siguiente texto normativo: 
“Artículo 6.- Evaluación de la entidad competente  
Para el otorgamiento de la licencia de funcionamiento, la municipalidad 
evaluará los siguientes aspectos:  
- Zonificación y compatibilidad de uso. No puede autorizarse actividad 
económica alguna en una zona residencial que implique un riesgo o 
daño al medio ambiente o sus componentes en perjuicio de las personas.     
- Condiciones de Seguridad de la Edificación.  
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PERSECUSIÓN PREVENCIÓN DERIVADOS 
2018 183 123 39 345 
% 53.04% 35.65% 11.30% 100.00% 
   
 
  





2018 183 123 306 
% 59.80% 40.20% 100.00% 
 
  
CUADRO 3: CASOS FISCALES CON ACUSACIÓN 
2018 
CASOS ACUSADOS CASOS NO ACUSADOS TOTAL 
36 270 306 
% 11.76% 88.24% 100.00% 
36
270




























DE 36 CASOS ACUSADOS










36 2 20 14 













CUADRO 5: CASOS FISCALES  






ZONA RESIDENCIAL 145 47.39% 
ZONA AGRÍOLA (ZA) 36 11.76% 
ZONA MONUMENTAL (ZM) 11 3.59% 
ZONA INDUSTRIAL (ZI) 43 14.05% 
ZONA DE RESERVA  
PAISAJISTA (ZRP) 
4 1.31% 
ZONA DE REGLAMENTACION 
ESPECIAL (ZRE) 
2 0.65% 
AREA NATURAL  
PROTEGIDA (ANP) 
10 3.27% 
ZONA ERIAZA (ER) 55 17.97% 





































































































CUADRO 7: CASOS FISCALES POR ACTIVIDAD ECONOMICA 













145 13 9 9 98 16 





GRÁFICO 7: CASOS FISCALES POR ACTIVIDAD 



















CUADRO 8: CASOS FISCALES POR  





% DE  
306 CASOS 
AIRE 143 46.73% 
AGUA 24 7.84% 
SUELO 36 11.76% 



















CUADRO 9: CASOS FISCALES POR  







FLORA 27 8.82% 
FAUNA 63 20.59% 
PAISAJE 13 4.25% 

























CUADRO 10: CASOS FISCALES POR IMPACTOS A  
COMPONENTES AMBIENTALES EN ZONA RESIDENCIAL 
ZONA 
RESIDENCIAL (ZR) 
AGUA AIRE SUELO FLORA FAUNA PAISAJE 
145 11 74 16 9 31 4 







GRÁFICO 10: CASOS FISCALES POR IMPACTOS A 













DE 145 CASOS ANALIZADOS














0 0 0 0 
ACTIVIDAD 
DISTRIBUTIVA 
1 0 1 0 
ACTIVIDAD 
EXTRACTIVA 
2 2 0 0 
ACTIVIDAD DE 
SERVICIOS 
32 0 18 14 
SIN ACTIVIDAD 
ECONOMICA 
1 0 1 0 
TOTAL 36 2 20 14 


















































CUADRO 12: CASOS FISCALES CON CONDENA POR 












AIRE 1 0 0 1 
AGUA 1 0 0 1 
SUELO 5 2 0 3 
FLORA 3 0 2 1 
FAUNA 22 0 17 5 
PAISAJE 4 0 1 3 
TOTAL 36 2 20 14 

























GRAFICO 12-A: CASOS FISCALES CONDENADOS POR IMPACTO 













DE 36 CASOS ANALIZADOS
